18 de noviembre de 2024




Señora
María del Rocío Aguilar Montoya, Superintendente
Superintendencia General de Entidades Financieras

Estimada señora:

Mediante oficio DSC-PYC-PAR-0362-2024 del 1º de noviembre de 2024, suscrito por el señor Maxi Angulo Sequeira, Ejecutivo del Departamento de Pagos y Cobros de la División Servicios Compartidos del Banco Central de Costa Rica, se me solicitó presentar el informe de mi gestión en el puesto de Director de Servicios Técnicos, cargo en el que fui nombrado el 16 de junio de 2024 y ocupé hasta el 31 de octubre de 2024 en la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef). Lo anterior, de conformidad a lo requerido en el artículo 12, inciso e), de la Ley General de Control Interno. 

Al respecto, le indico que a pesar de ese nombramiento, no ejercí en esa plaza porque, como ha sido notorio, fui designado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) como interventor de Coopeservidores R.L. (acuerdo tomado en el inciso I, artículo 6 de su sesión 1860-2024 del 13 de mayo de 2024) y posteriormente, como resolutor de esa misma Entidad (acuerdo tomado en el punto B del artículo 4 de su sesión 1871 del 21 de junio de 2024), ocupación que aún desempeño. Por lo tanto, no tengo nada que informar como Director de Servicios Técnicos. 

Se adjunta los acuerdos mencionados del Conassif.  


Atentamente,
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13 de mayo del 2024

CNS-1860/06





[bookmark: _Hlk103857159]Señor

Marco Hernández Ávila





Estimado señor:



El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, en el inciso I, artículo 6 del acta de la sesión 1860-2024, celebrada el 13 de mayo del 2024,



I.	En relación con la propuesta tendiente a intervenir a la Cooperativa de Ahorro y Crédito de los Servidores Públicos R.L.



considerando que:



[bookmark: _Hlk165878653]I.- La Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef), mediante Informe de Supervisión SGF-0159-2024, de fecha 22 de enero de 2024, detectó una serie de irregularidades en la gestión y administración de la COOPERATIVA DE AHORRO Y CRÉDITO DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS RESPONSABILIDAD LIMITADA (“CS AHORRO Y CRÉDITO”) (en adelante Coopeservidores R.L.) con ocasión de un estudio de supervisión realizado para evaluar la calidad y razonabilidad de datos remitidos por la entidad mediante el sistema de información XML Crediticio a la Superintendencia, durante el período comprendido entre enero de 2022 y agosto de 2023, en atención de lo establecido en el Manual de Información SICVECA (Sistema de Captura, Verificación y Carga de Datos), lo cual originó ajustes en el nivel de estimaciones crediticias registradas al corte de diciembre de 2023. 



Los resultados del análisis efectuado por la Superintendencia evidenciaron, entre otros elementos, lo siguiente: 



i. Errores e inconsistencias que motivaron la recalificación de operaciones crediticias como Operación Crediticia Especial. Un total de 14.834 operaciones equivalentes a ₡122.316 millones, correspondientes a 11.381 deudores, que no fueron reportadas por la entidad como “modificadas” en el periodo correspondiente a su aplicación, ni reclasificadas a categoría de mayor riesgo, con su respectivo ajuste en las estimaciones. 

ii. Insuficiencia en las estimaciones por la suma de ₡1.147 millones. 

iii. Inconsistencia en la información relacionada con 523 operaciones de crédito formalizadas a partir de enero de 2022 y vigentes a agosto de 2023, no reportadas como “refinanciadas”, a pesar de que el mismo día de su formalización o a más tardar el día siguiente, se liquidó la operación u operaciones de crédito a nombre del mismo deudor en Coopeservidores R.L., cuyo saldo de la operación liquidada se relaciona con el saldo del principal directo de la operación formalizada, conforme los datos reportados en el XML Crediticio.

iv. Inconsistencias en el reporte de operaciones de crédito por un monto de ₡6.661,8 millones las cuales fueron reportadas como refinanciadas por la Cooperativa durante el período comprendido entre enero de 2022 y agosto de 2023, y posteriormente éstas sufrieron hasta 3 modificaciones (prórrogas y readecuaciones), lo cual evidencia la existencia de debilidades significativas en la gestión del riesgo de crédito de la entidad que impide revelar el verdadero deterioro de la cartera de crédito, además de retrasar el reconocimiento del impago y deterioro de aquellos deudores que no son viables. 

v. Inconsistencia en el reporte de capacidad de pago. Se identificaron 14.834 operaciones de crédito modificadas, pero no reportadas como modificadas por parte de la Cooperativa.  Además de que 14.790 operaciones fueron reportadas en Nivel 1 de capacidad de pago, pese a que estas reflejaban una cantidad significativa de modificaciones durante el periodo evaluado. 

vi. Inconsistencias en el registro de cuotas atrasadas en el reporte del monto mitigador, en el reporte del tipo de cartera y deudor en operación de crédito, en el reporte del deudor para una misma operación, en la fecha de amortización y en el “saldo principal directo” y “cantidad de operaciones” reportadas en las operaciones de crédito formalizadas.



Además, se identificaron: 



a. 349 operaciones de crédito con inconsistencias en el adecuado reporte de las cuotas atrasadas.

b. 1.773 operaciones de crédito, con cambios significativos en el monto del mitigador, que pese a ser reportadas con la misma garantía durante el período analizado, se evidencia que el monto del mitigador cambia de forma significativa para ciertos cortes mensuales.

c. Operaciones de crédito que reportan en el campo de “tipo de cartera” durante la vigencia de la operación, diferentes tipos para diferentes cortes mensuales. 

d. Operaciones de crédito con diferentes deudores reportados durante varios de los periodos analizados.

e. Diferencias entre el monto reportado para el “saldo principal directo” y “cantidad operaciones” consignados en los “Informes de colocación” elaborados por la Entidad y la información remitida vía XML Crediticio. 

f. Incumplimientos del marco legal, relacionados con la capitalización de intereses sin que se hubiera liquidado la operación, a partir del otorgamiento de prórrogas y periodos de gracia. 



II.- La Superintendencia General de Entidades Financieras mediante oficio SGF-CONFIDENCIAL SGF-1429-2024, del 10 de mayo de 2024, pone en conocimiento de este Consejo, la información relacionada con la situación económica y financiera de la Cooperativa de Ahorro y Crédito de los Servidores Públicos R.L., y remite el informe técnico SGF-DSI-0008-2024 de fecha 9 de mayo de 2024, emitido por la División de Supervisión I, el cual contiene el detalle sobre la situación económica y financiera de la cooperativa de ahorro y crédito Coopeservidores R.L., a partir de los ajustes de estimación requeridos por la Superintendencia con ocasión del estudio de supervisión, comunicado a la entidad el pasado 22 de enero de 2024 y otros hallazgos relacionados.



En el informe SGF-DSI-0008-2024, se concluye:



“i. Los resultados del estudio especial efectuado en Coopeservidores R.L. evidencian que los datos remitidos a este Órgano Supervisor incumplen con aspectos de precisión, consistencia e integridad, dada una gestión que se aleja de las mejores prácticas de la industria, que incluye la aplicación masiva de moratorias de pago (prórrogas, readecuaciones y refinanciamientos), y que generan incumplimientos al marco legal en vigor y a su propia normativa interna. Tal situación causó que se requirieran ajustes en el nivel de estimaciones crediticias registrado al corte de diciembre de 2023. 

       ii. Al 31 de diciembre de 2023, el registro de estimaciones por la suma de ₵30,422,33 millones deja en evidencia la negligencia en la gestión de la Cooperativa para revelar su verdadera situación económica y financiera, con impactos sustantivos en términos de Suficiencia Patrimonial, utilidades, y de calidad de la cartera de crédito.  Todo ello sustentado en malas prácticas de moratorias de pago aplicadas en un volumen significativo de la cartera de crédito. 

      iii. La materialización del riesgo de crédito durante el primer trimestre de 2024 se ha incrementado a partir del desplazamiento hacia rangos de mayor de morosidad de cosechas de créditos con arreglos de pago vencidos, así como de otra cartera sana que empieza a también a mostrar morosidad. Lo anterior, ha significado el registro de estimaciones adicionales por el orden de ¢12.224 millones. 

      iv. Las proyecciones efectuadas evidencian la alta posibilidad de que en los próximos dos meses la Cooperativa se ubique en un nivel de Irregularidad 3 y, por lo tanto, se requiera sea intervenida por una causal cuantitativa (Suficiencia patrimonial menor a 8%).  Ello, debido a que los aspectos evaluados revelan la posibilidad de que se materialicen en el corto plazo, riesgos a la solvencia y estabilidad de esa cooperativa. 

       v. La Cooperativa reconoce una gestión deficiente, por lo cual activó procesos de revisión, investigación y auditoria forense en proceso de ejecución a la fecha. 

      vi. Todo lo anterior en detrimento de los intereses legítimos de los ahorrantes e inversionistas y de la confianza en el sistema financiero. 

    vii. La negligencia de las instancias de gobierno de la cooperativa permitió el ocultamiento de sus problemas, impidiendo con ello el tratamiento preventivo de manera oportuna. Lo anterior, a partir de la utilización de un mecanismo mediante el cual aplicaron en gran volumen la moratoria de pagos de créditos malos, a los cuales, entre otros aspectos, no se les ejecutó ninguna gestión de cobro.  No se evidencia que ninguna de las instancias de gobierno corporativo haya cumplido efectivamente sus funciones y responsabilidades para advertir y mitigar la ejecución de este mecanismo. Lo anterior, deja en evidencia que la entidad ha administrado sus negocios en forma tal que pone en peligro su seguridad y solvencia, lo cual representa una causal conforme lo dispuesto en el artículo 136 de la Ley N° 7558 en vigor.”



III- En razón de los hallazgos anteriores y el impacto en los resultados de la entidad expuestos en el informe de supervisión de SUGEF, la Superintendencia, en el oficio SGF-CONFIDENCIAL SGF-1429-2024 del 10 de mayo de 2024, recomienda la intervención de la entidad cooperativa y reitera a este Consejo que:



a) [bookmark: _Hlk166156696]Los resultados del estudio especial efectuado en el mes de enero del 2024, mediante oficio SGF-0159-2024, evidencian que los datos remitidos por dicha entidad a este Órgano Supervisor incumplen con aspectos de precisión, consistencia e integridad, por la aplicación masiva de moratorias de pago, que generan incumplimientos al marco legal en vigor y, a su propia normativa interna.  Como consecuencia de lo anterior, se originó un ajuste en el nivel de estimaciones crediticias por la suma de ₡30,422,33 millones de colones, con impactos sustantivos en términos de Suficiencia Patrimonial, utilidades y de calidad de la cartera de crédito. La Cooperativa reconoció una gestión deficiente, y activó algunos procesos de revisión, investigación y auditoría forense, los cuales al día de hoy no ha concluido. 

b) Durante los meses de enero a marzo de 2024 la Cooperativa ha registrado estimaciones adicionales por el orden de ₡12.224 millones de colones, correspondiente al deterioro de su cartera crediticia, debido al desplazamiento hacia rangos de morosidad relacionados con arreglos de pago vencidos, así como de cartera sana que se ha deteriorado con el paso de los meses.

c) Según proyecciones efectuadas por este órgano supervisor,  existe una alta probabilidad de que, producto de la mala gestión administrativa del negocio, al cierre del mes de mayo de 2024, la Cooperativa se ubique en un nivel de Irregularidad 3,  lo que implica que desde el punto de vista prudencial, la entidad alcance un nivel de suficiencia patrimonial menor al 8%, inferior al límite regulatorio establecido, vulnerando de esa forma, la capacidad de la entidad para cubrir o hacer frente a sus obligaciones y pérdidas. 

d) La negligencia y el manejo irregular y riesgoso de los órganos de dirección y de alta administración de la cooperativa, permitió el ocultamiento de información financiera real, al supervisor, a sus asociados, ahorrantes e inversionistas, en detrimento de sus intereses legítimos, vulnerando la confianza en el sistema financiero. Aunado a un incumplimiento efectivo de las funciones y responsabilidades de los distintos órganos del gobierno corporativo, para advertir y mitigar los riesgos indicados de forma oportuna y, evitar la lesión a la confianza del público en el mercado financiero. 



Por las razones antes señaladas, la Superintendencia General de Entidades Financieras considera que existen suficientes elementos fácticos y jurídicos que motivan la solicitud de la intervención de dicha entidad, en razón de configurarse la causal establecida en el inciso d) numeral v) del artículo 136 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley 7558, el cual dispone que se considerará que existe una irregularidad financiera de grado tres, cuando la entidad supervisada administre sus negocios en forma tal que pone en peligro su seguridad y solvencia.  



IV.- El numeral v) del inciso d) del artículo 136 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley 7558, establece que se considerará que existe una situación de irregularidad financiera de grado tres, “cuando la entidad administre sus negocios en forma tal, que pongan en peligro la seguridad y solvencia”. La información remitida por la Superintendencia mediante el oficio SGF-CONFIDENCIAL SGF-1429-2024 del 10 de mayo de 2024, expone una serie de hallazgos, hechos, prácticas de administración y datos que evidencian que la cooperativa ha sido administrada de manera riesgosa, con efectos relevantes en su seguridad y solvencia. En este punto, debe tenerse en cuenta que esta causal de intervención se orienta en la calificación que realiza el supervisor sobre la administración de la entidad supervisada, y basta con la evidencia de que se ha puesto en peligro la seguridad y solvencia de la entidad, para que esta causal proceda. Así las cosas, se identifican los siguientes elementos de riesgo, sobre la seguridad y solvencia, basados en la información presente en el informe de la Sugef; a saber:



Riesgos de seguridad:

· Los órganos de dirección y de alta administración de la cooperativa, han evidenciado negligencia y un manejo irregular y riesgoso; por el no cumplimiento efectivo de sus funciones y responsabilidades para advertir y mitigar los riesgos. Dichos aspectos exponen en gran medida los recursos de los ahorrantes e inversionistas, dado el ocultamiento de información financiera real que se ha gestado.

· A pesar de disponer de normativa interna que regula el proceso crediticio, se evidencia un desacato a esa normativa; así como también al marco normativo y reglamentario vigente, debido a prácticas inadecuadas propiciadas por la alta gerencia, que no fueron identificadas por las instancias de control ni tampoco adecuadamente reveladas y reportadas a órganos tomadores de decisión ni al Supervisor. 

· El ajuste en estimaciones, efectuado en diciembre de 2023, alcanzó la suma de ₡30,422,33 millones, llevando el indicador de Suficiencia Patrimonial a un 11,11%, (Normalidad Tres), siendo que las acciones efectuadas y propuestas por la Cooperativa, no han permitido reestablecer los niveles de Suficiencia Patrimonial. A marzo de 2024 el indicador alcanza el 10,50% y con la información recibida a la fecha, para abril de 2024 la entidad se estaría ubicando en un nivel inferior al 10% ubicándolo, en Irregularidad 1.



Riesgos de solvencia:

· Al corte de marzo de 2024, existe un incremento de estimaciones por la suma de ₡7.004,38 millones, producto a que un grupo de operaciones que presentaron vencimiento de prórrogas, incumplieron con sus obligaciones crediticias. Para el cierre de abril de 2024 y con la información remitida a Sugef, el gasto por estimaciones aumenta en ₡10,363,64 millones y para los meses siguientes, la entidad proyecta mayores deterioros entre rangos de ₡7.000 millones y ₡9.000 millones, todo ello con un impacto directo en la Suficiencia Patrimonial, gastos por estimaciones y resultados.

· Al cierre de diciembre de 2023, la entidad presentó pérdidas por la suma de ₡26,975 millones, y al cierre de marzo de 2024 alcanzan la suma de ₡5.121,05 millones y para abril 2024 con la información remitida dichas pérdidas son de ₡15,038,86 millones. 



En este momento, si bien la entidad refleja indicadores cuantitativos que la colocan en un nivel de regularidad financiera, lo cierto es que, la forma en que es administrada la ha puesto en una situación en la que, dichos indicadores, según las proyecciones de la misma superintendencia, colocarán a la entidad en niveles de irregularidad que ameritan la intervención. No obstante, dada la causal de intervención señalada en este acuerdo, no es aconsejable llegar hasta el punto en que esos indicadores numéricos reflejen un nivel de irregularidad tres, por cuanto ello pondría en una situación de mayor riesgo a los recursos de los ahorrantes e inversionistas.



Dada la gravedad de las debilidades detectadas por la Superintendencia, es indispensable proteger a los ahorrantes e inversionistas de la Cooperativa del riesgo que representa la forma como se está conduciendo y gestionando la entidad, mediante la aplicación de prácticas que violentan las normas de prudencia y transparencia con que debe operar un intermediario financiero, razones por las que la seguridad y solvencia de la Cooperativa se están viendo amenazadas, y por ello es fundamental la adopción inmediata de las medidas precautorias establecidas en la legislación vigente. 



En relación con lo expuesto, debe señalarse, además, que este Consejo fue notificado por parte del Órgano Técnico de la Comisión para promover la Competencia (COPROCOM), mediante oficio COPROCOM-063-2024 del 18 de abril de 2024, de un proceso de venta de cartera que pretendía realizar la Cooperativa que se ordena intervenir en este acto. Respecto de esta notificación, el Consejo comunicó a la COPROCOM, mediante acuerdo adoptado en el inciso I, del artículo 4 del acta de la sesión 1855-2024, celebrada el viernes 19 de abril de 2024, complementado mediante el acuerdo que consta en el artículo 5 del acta de la sesión 1859-2024, celebrada el lunes 6 de mayo de 2024, que se avoca la resolución de esa transacción, conforme a lo dispuesto en el artículo 27 bis de la Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor, Ley 7472. Ahora bien, en relación con esa transacción, luego de las respectivas evaluaciones, se concluyó que no viene a solucionar de manera integral la situación de la entidad, ni reencausa de manera definitiva y efectiva su debilidad operacional y financiera. Así como tampoco corrige, elimina o sana los riegos apuntados sobre la solvencia y seguridad que se han apuntado.  Por ello, la aprobación de esa solicitud de venta de cartera resulta inaceptable por varias razones. No contribuye, en nada, a preservar la seguridad y solvencia de la Cooperativa que ha sido causada por los actos de gestión y administración de la Cooperativa que la llevado a la situación que se ha descrito y a los riesgos de seguridad y solvencia que se han apuntado.  Y, ante la decisión de decretar la intervención, como se hace en este acuerdo, carece de interés y utilidad considerar esta opción, y será ya en el proceso de intervención en donde esa y otras propuestas, si estuvieren disponibles, puedan ser consideradas en el proceso de intervención. 



Asimismo, también fue informado a este Consejo por parte de la Sugef de un proceso de debida diligencia tendiente a la absorción de activos y pasivos de la entidad por parte de otro sujeto supervisado. No obstante, en línea con la información recabada por esa superintendencia, la entidad confirmó al supervisor que, dados los resultados de la debida diligencia, no era viable proceder a la absorción integral de los activos y pasivos de la Cooperativa.



Con fundamento en lo expuesto, así como en lo establecido en el artículo 136, en relación con los artículos 139, 139 bis y 140 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley 7558, este Consejo considera que la entidad Coopeservidores R.L. ha venido administrando sus negocios de forma tal que afecta significativamente su seguridad, transparencia y solvencia, lo cual configura la causal de intervención prevista en el inciso d) numeral v) del artículo 136 de la Ley Orgánica del Banco Central.



V.- 	El artículo 139 bis de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, establece que cuando el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero ordene la intervención de una entidad supervisada, designará un interventor el cual, en un plazo máximo  de treinta días naturales contados desde la adopción del acuerdo de intervención, deberá presentar al Conassif, en su condición de Autoridad de Resolución,  un informe en el que determine la situación financiera de la entidad intervenida y, recomiende un plan de regularización, si considera que ésta tiene viabilidad financiera o, el mecanismo de resolución a utilizar, en caso que determine que dicha entidad es inviable.



dispuso por unanimidad y en firme:



1. 	Ordenar la intervención de la COOPERATIVA DE AHORRO Y CRÉDITO DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS RESPONSABILIDAD LIMITADA (“CS AHORRO Y CRÉDITO”, en adelante Coopeservidores R.L.), en aras de proteger a sus ahorrantes e inversionistas, hasta por un plazo de 30 días naturales contados a partir de la comunicación del presente acuerdo. 



2. 	Ordenar la toma en posesión de todos los bienes de Coopeservidores R.L., y nombrar para tal efecto al señor Marco Hernández Ávila, portador de la cédula de identidad uno – seiscientos sesenta y dos – cero sesenta y nueve, como Interventor Titular de la entidad y a la señora Lilieth Brenes Zúñiga, portadora de la cédula de identidad uno-setecientos treinta y seis-novecientos veintiuno, como Interventora Adjunta. 



3. 	En razón de los nombramientos aquí realizados, la representación legal de la entidad estará a cargo de los Interventores designados, quienes ostentarán las facultades de apoderados generalísimos sin límite de suma de la cooperativa, con las mismas facultades que ostentaban los administradores y órganos directivos de la entidad antes del proceso de intervención; siendo que al mismo tiempo se ordena la suspensión de todos los mandatos de los funcionarios de la cooperativa Coopeservidores R.L., que figuren con tal representación en el Registro Mercantil del Registro Público. Además, se ordena dar aviso de inmediato del presente acuerdo a la Sección Mercantil del Registro Público y al Registro de Asociaciones Cooperativas del Ministerio de Trabajo, para que éstos, de oficio practiquen los asientos registrales que correspondan, para acreditar la representación de los interventores mientras se encuentre vigente el presente proceso. 



4. 	La representación judicial y extrajudicial de los Interventores designados, rige a partir de la notificación del presente acuerdo y, será acreditada mediante la publicación de este acuerdo en el diario oficial La Gaceta. 



5. 	Suspender a partir del 13 de mayo de 2024 de sus cargos a todos los miembros del Consejo de Administración, demás miembros de los comités de apoyo, así como a su gerente y subgerentes y a cualquier otro apoderado de la entidad, si los hubiere, sin perjuicio que el interventor decida sobre la continuidad de alguno de esos miembros.



6. 	Los poderes judiciales otorgados para la representación de Coopeservidores R.L., en los procesos en que figure como actor o demandado, se mantendrán hasta tanto quien o quienes tengan a su cargo la intervención de dicha Entidad no decida revocarlos, para lo cual quedan plenamente facultados, así como para designar otros apoderados judiciales si ello fuese necesario.



7. 	Se instruye al Interventor Titular y al Adjunto, para que convoquen de inmediato a asambleas de asociados, a fin de que éstos propongan aumentos de capital, en casos en que la recapitalización interna sea una posibilidad o conozcan sobre cualquier otra alternativa.  Las asambleas ordinarias o extraordinarias de los asociados o delegados serán convocadas y presididas por los Interventores.



8. 	Se instruye al Interventor Titular y al Adjunto designados, para que, en un plazo máximo de treinta días naturales contados a partir de la comunicación de este acuerdo, informe a este Consejo sobre la situación financiera de la entidad intervenida y recomiende el plan de regularización, si considera su viabilidad o el mecanismo de resolución a utilizar o su liquidación, en caso de inviabilidad.  



9. 	El Interventor Titular y el Adjunto designados, al finalizar su función deberán presentar a este Consejo, un informe detallado de su gestión, en el que se incluya un detalle pormenorizado de los gastos en que se hubiera incurrido.



[bookmark: _Hlk166000677]10. 	De conformidad con las potestades establecidas en los artículos 139 bis y 140 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley 7558, y por motivos de urgencia el Consejo en su condición de Autoridad de Resolución acuerda: a) Prohibir a la entidad en proceso de intervención, la suscripción de nuevas operaciones de crédito o el otorgamiento de prórrogas de las operaciones vencidas; b) Mientras dure el estado de intervención de la entidad cooperativa, ningún bien de dicha entidad podrá ser embargado ni rematado, tampoco podrá ser declarado ningún procedimiento concursal en contra de ella, ni decretar ni practicar embargos sobre los bienes de la entidad que se encuentren garantizando las obligaciones cuyo pago haya sido suspendido o limitado. c) Se prohíbe la distribución de excedentes o de cualquier otro tipo de beneficios de similar naturaleza a sus asociados, así como la distribución de beneficios, bonos, incentivos u otro tipo de compensación a funcionarios o empleados de la entidad en intervención; d) Se faculta al interventor titular y al adjunto,  a reorganizar la entidad intervenida, lo que incluye la separación temporal o definitiva de cualquier funcionario o empleado; e) Se faculta al interventor titular y al adjunto para que convoquen de inmediato a asambleas de asociados, a fin de que éstos propongan aumentos de capital, en casos en que la recapitalización interna sea una posibilidad; f) Se faculta a los Interventores a suscribir cualesquiera documentos a nombre de la cooperativa Coopeservidores R.L., así como resolver las situaciones expresamente contempladas en las leyes vigentes sobre la materia o en este acto administrativo, que permitan mantener las funciones críticas de Coopeservidores R.L., g) Se faculta a los interventores para realizar negociaciones preliminares tendientes a ser ejecutadas en el proceso de resolución, en caso de que fuera posible implementar algún mecanismo de resolución.   h) Se dispone la suspensión o limitación del pago de las obligaciones a cargo de la entidad, sin detrimento de que los Interventores puedan realizar el pago de las obligaciones que a su juicio corresponda atender, a fin de mantener las funciones críticas de la entidad intervenida. i) Se faculta a los interventores para decidir sobre los extremos concernientes al endeudamiento de la entidad cooperativa. 



11. Todos los gastos que demanden la intervención de la entidad cooperativa, así como los gastos de personal de la Superintendencia que demande el proceso, de conformidad con el inciso e) del artículo 140 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley 7558, correrán con cargo a los activos de la Cooperativa, y en la medida que el flujo de dinero efectivo lo permita se reembolsarán al Banco Central de Costa Rica y deberán ser reembolsados íntegramente al presupuesto del órgano al que se le hayan ejecutado.  En cuanto a la remuneración de los Interventores, la autoridad de resolución acuerda que el Interventor Titular devengará el salario correspondiente al puesto de un director de división más un diez por ciento y el Interventor Adjunto devengará el salario correspondiente al puesto de un director de departamento, durante el período que ocupen el cargo.



12. 	Este acto tiene recurso de reconsideración ante el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, dentro de los cinco días hábiles siguientes a su notificación, pero es ejecutorio a partir de su comunicación al personero legal de la entidad, conforme lo establecido en el inciso a) del artículo 140 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica. Contra el presente acto no procede la suspensión de los efectos en vía judicial.



13.	Se comisiona al interventor titular para notificar el presente acuerdo.



[image: ]Atentamente,






Celia Alpízar Paniagua

Secretaria interina del Consejo



2





2Uso Interno





image1.jpeg

a Documento suscrito mediante firma digital.






image2.jpeg

CONASSIF

Consejo Nacional de Supervision
del Sistema Financiero






image3.emf




image3.emf
1871-04   GACETA.pdf


1871-04  GACETA.pdf


1 
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El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, en el artículo 4 del acta de la sesión 


1871-2024, celebrada el 21 de junio del 2024, 
 


A.  En cuanto a la determinación de la inviabilidad de la entidad intervenida y 


finalización del proceso de intervención 
 


Resultando: 
 


i.  El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), mediante acuerdo 


que consta en el inciso I, del artículo 6 del acta de la sesión 1860-2024, celebrada el 13 de 


mayo de 2024, dispuso ordenar la intervención de COOPERATIVA DE AHORRO Y 


CRÉDITO DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS RESPONSABILIDAD LIMITADA (CS 


AHORRO Y CRÉDITO, en adelante Coopeservidores R.L.), cédula jurídica 3-004-45111. 


 


ii.  El Conassif, en el mencionado acuerdo, con fundamento en el artículo 139 bis de la Ley 


Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley 7558 y en adelante denominada LOBCCR, 


dispuso que la interventoría debía presentar, en un plazo máximo de treinta días naturales, 


un informe sobre la situación financiera de la entidad intervenida, y en esa línea, 


recomendar un plan de regularización -si considera viable a la entidad- o por el contrario, 


el mecanismo de resolución a utilizar o su liquidación, en caso de considerarla inviable. 


 


iii.  El Conassif, mediante acuerdo adoptado en el artículo 4 del acta de la sesión 1868-2024, 


celebrada el 11 de junio de 2024, dispuso extender el proceso de intervención hasta el 25 


de junio de 2024. 


 


iv.  Mediante carta INT-CS-789-2024 del 19 de junio de 2024, el Interventor Titular remite el 


informe final del proceso de intervención, en el que concluye que la entidad es inviable. 


Las conclusiones y recomendaciones señaladas por el Interventor -en su informe y en la 


carta- son las siguientes: 


 
“(…) 1.- Coopeservidores R.L. es inviable por sí misma, dado que su principal activo, que es la 


cartera crediticia, presenta condiciones de riesgo que, con un alto nivel de probabilidad, 


implicará un mayor deterioro; esto, a su vez, generará que la Entidad deba asumir estimaciones 


adicionales, las cuales, en el corto plazo, no solo absorberán irremediablemente la totalidad 


de su patrimonio, sino que generarán un déficit del orden de ₡69.034 millones. 


 


2.- Dadas las características de sus asociados, éstos no tienen la posibilidad de subsanar la 


situación de la Entidad, dada la magnitud del capital a aportar, el cortísimo plazo para 


concretar la aportación requerida y su carácter voluntario.  


 


3.- No se considera pertinente la convocatoria a una Asamblea de Delegados, debido al estado 


económico real de la Entidad, su naturaleza, así como la poca probabilidad de que sus 


asociados puedan realizar las aportaciones requeridas; dicho esto, una Asamblea no tendría la 


posibilidad de generar un resultado eficaz. Por tanto, se debe declarar inviable la continuidad 


de Coopeservidores R.L. como entidad en marcha. 
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4.- Ante la inviabilidad de la Entidad y la existencia de una cuantía importante de activos 


rescatables, se recomienda realizar un proceso de resolución, el cual consiste, en esencia, en 


la disposición de los activos de la Cooperativa con la configuración de un banco bueno y de un 


banco malo, como el mecanismo más beneficioso para los ahorrantes e inversionistas. El banco 


bueno estaría conformado por un paquete de activos seleccionados y valorados por una entidad 


solvente, a cambio de que asuma los pasivos de la Entidad, aunque con un recorte para las 


acreencias no garantizadas. El banco malo estaría constituido por todos aquellos residuales 


que no se consideren en el banco bueno, los cuales serían administrados por un fideicomiso 


para potenciar su recuperación en beneficio de los acreedores que fueron objeto de una 


reducción de sus acreencias y si quedara algún remanente, para resarcir los aportes de los 


asociados. 


 


5.- Los resultados y hallazgos de la interventoría confirman que la decisión por la cual se 


intervino a la Entidad está debidamente justificada. El acuerdo de Conassif avaló la 


recomendación de la Sugef de intervenir la Entidad, incluso antes de que los indicadores 


regulatorios la hubiesen colocado en irregularidad tres, amparándose en elementos 


cualitativos, dado el riesgo para los inversionistas y ahorrantes. Tanto durante el proceso de 


supervisión como en el de intervención se verifica que la Cooperativa estaba siendo mal 


gestionada, incluso con prácticas irregulares que permitieron ocultar la verdadera situación 


económica de la Entidad, sin que sus líneas de defensa actuaran oportuna y diligentemente. 


(…)” 


 


consideraciones: 
 


Los siguientes elementos que sustentan la decisión de este Consejo, se extraen del informe 


remitido por el Interventor Titular, mediante la carta INT-CS-789-2024 del 19 de junio de 2024, 


el cual se rinde de conformidad con lo requerido por este Consejo al ordenar la intervención, 


así como en lo dispuesto en el artículo 139 bis de la LOBCCR. 


 


I.- Sobre el manejo de la entidad previo a ser intervenida: 


 


El Conassif ordenó la intervención de Coopeservidores R.L. con fundamento en el numeral v) 


del inciso d) del artículo 136 de la LOBCCR, el cual dispone que constituye una situación de 


irregularidad financiera de grado tres, “cuando la entidad administre sus negocios en forma 


tal, que pongan en peligro la seguridad y solvencia”. 


 


En el informe del Interventor constan elementos que confirman las bases sobre las que se 


fundamentó la intervención de Coopeservidores R.L., y en ese sentido, procede destacar que en 


dicho documento se constata que el deterioro del activo se debe, principalmente, a que la cartera 


crediticia fue gestionada por la Entidad acudiendo a prácticas no correctas, aplicando 


moratorias de pago mediante prórrogas, readecuaciones y refinanciamientos, con el fin de 


ocultar los verdaderos riesgos de la cartera, evadiendo con ello los efectos que regulatoriamente 


debían cumplirse conforme a lo dispuesto en el Reglamento para la Calificación de Deudores 


(Acuerdo SUGEF 1-05), esto al 31 de diciembre de 2023, y luego conforme a lo dispuesto en 


el Reglamento sobre Cálculo de Estimaciones Crediticias (Acuerdo CONASSIF 14-21). 


Incluso, aun aplicando esas prórrogas, readecuaciones y refinanciamientos, los asociados que 


incumplían con sus obligaciones crediticias eran reportados a la superintendencia como al día, 
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a pesar de no haber realizado ni siquiera un pago en aplicación de esas prórrogas, 


readecuaciones o refinanciamientos. 


 


La práctica desarrollada por la entidad intervenida claramente generó que no se cumpliera el 


verdadero nivel de estimaciones que por riesgo de crédito debía mantener; esto, a su vez, generó 


que los distintos indicadores financieros no reflejaran su verdadera situación financiera y 


regulatoria. En esa línea, al momento de la intervención, la entidad ya comenzaba a reflejar los 


efectos de haber tenido que registrar mayores estimaciones y pérdidas; a lo cual debe 


adicionarse que, tal como se preveía al momento de ordenar la intervención, los indicadores de 


la entidad estarían sujetos a un mayor deterioro que la llevaría a niveles de severo 


incumplimiento regulatorio, dado el desplazamiento de la cartera hacia niveles de mayor riesgo. 


 


De conformidad con lo expuesto, el Informe del Interventor permite constatar la existencia de 


una administración inadecuada, la cual, al adoptarse el acuerdo de intervención, se consideró 


que ponía en peligro la seguridad y solvencia de la entidad. Asimismo, el informe del 


Interventor también permite constatar que esa administración inadecuada, que se alejó de las 


mejores prácticas en la materia y no fue respetuosa de la legislación y regulación aplicable a la 


entidad, ha tenido efectos en indicadores relevantes de una entidad financiera, tal como la 


suficiencia patrimonial y su nivel de patrimonio, siendo que estos elementos se ubican a mayo 


de 2024 en un nivel de irregularidad 3. 


 


II.- Sobre la situación financiera de la entidad intervenida y su inviabilidad: 


 


El objetivo de un proceso de intervención es determinar si la entidad intervenida resulta viable, 


en cuyo caso debe adoptarse un plan de regularización, o, por el contrario, determinar que es 


inviable, para lo cual, debe decidirse sobre el posible mecanismo de resolución a utilizar, o en 


su defecto, ordenar el pago de la cobertura que brinda el Fondo de Garantía de los Depósitos y 


concomitantemente, hacer una solicitud ante la instancia jurisdiccional correspondiente para 


que realice el proceso de liquidación respectivo. 


 


En el sentido expuesto, el artículo 139 bis de la LOBCCR, dispone que el “interventor 


designado por el Consejo en un plazo de treinta días naturales, luego de acordada la 


intervención, deberá presentar al Conassif la situación de la entidad intervenida y 


recomendarle un plan de regularización si consideran su viabilidad o el mecanismo de 


resolución a utilizar, en caso de inviabilidad”. Asimismo, en el inciso j) del artículo 3 de la Ley 


de Creación del Fondo de Garantía de Depósitos y de Mecanismos de Resolución de 


Intermediarios Financieros (Ley 9816 y en adelante denominada LFGMR), se define el 


concepto de intervención de la siguiente manera: “acción que ordena el Conassif cuando una 


entidad financiera supervisada entra en irregularidad de grado tres, conforme a lo estipulado 


en el artículo 136 de la Ley 7558, Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, de 27 de 


noviembre de 1995. La intervención puede derivar en un proceso de regularización o en un 


proceso de resolución de la entidad financiera intervenida”. 
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Así las cosas, en primera instancia se establecerá la situación financiera actual de la entidad, y 


en segunda instancia se valorará si existe alguna posibilidad de superar la situación financiera 


actual. Por último, se establecerá si la entidad es viable o inviable. 


 


i.- Situación financiera actual de Coopeservidores R.L.: 


Las cifras financieras de Coopeservidores R.L., conforme al balance de situación al 31 de mayo 


de 2024, son las que se muestran seguidamente de manera resumida: 


 


 
 


Como se observa, a mayo del 2024, la Entidad cerró con un patrimonio de ₡46.996 millones y 


con una suficiencia patrimonial del 7,04%.  A noviembre del 2023, la Cooperativa había 


reportado un patrimonio de ₡104.717 millones, con una suficiencia patrimonial del 14,81%. Lo 


anteriormente indicado implica que Coopeservidores R.L. en 6 meses, perdió patrimonio por el 


orden de ₡57,721 millones (un 55%) y redujo su suficiencia patrimonial en 7,77%, que de 


conformidad con el artículo 33 del Reglamento sobre la suficiencia patrimonial de las entidades 


financieras (Acuerdo SUGEF 3-06). 


 


Los resultados señalados, concretan, al cierre de mayo del 2024, dos situaciones financieras que 


califican a la Cooperativa en irregularidad tres y, por ende, que son causales de intervención, 


conforme lo disponen los numerales vii) y viii) del literal d) del artículo 136 de la LOBCCR.  


 


CUENTA


TOTAL DE ACTIVOS 700 984


Disponibilidades 32 439


Inversiones en instrumentos financieros 120 389


Cartera de Crédito (neta) 510 806


Cuentas y comisiones por cobrar 2 511


Propiedad, Mobiliario y equipo (neto): 18 673


Bienes mantenidos para la venta 1 124


Participaciones en capital de otras empresas (neto) 947


Otros activos 14 095


TOTAL DEL PASIVO Y PATRIMONIO 700 984


TOTAL PASIVO 653 988


Obligaciones con el público 497 327


Obligaciones con el Banco Central de CR 25 700


Obligaciones con entidades 111 034


Cuentas por pagar y provisiones 15 175


Otros pasivos 4 137


Aportaciones de capital por pagar 615


PATRIMONIO 46 996


cifras en millones de colones


BALANCE AL CORTE DE MAYO 2024
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Dicha disminución del patrimonio así como del nivel de suficiencia patrimonial se debe, en 


primer lugar, al impacto del ajuste en estimaciones sobre su cartera crediticia (₡30.905 


millones) exigido por la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef) mediante 


el informe comunicado en oficio SGF- 0159-2024 del 22 de enero del 2024, dado que la Entidad 


tuvo que efectuar una reclasificación de una importante porción de su cartera crediticia (17%) 


que estaba calificada en categorías de menor riesgo (A1, A2, B1 y B2), hacia una categoría de 


C1 (ver cuadro Nº3), provocándole que, a diciembre del 2023, esa cooperativa cerrara con 


pérdidas del orden de ₡26.975 millones. Con ello se evidenció que Coopeservidores R.L. no 


había revelado el verdadero deterioro de su cartera crediticia. 


 


Cartera crediticia según categoría de riesgo 


Cifras en colones 


 


 
 


 


En segunda instancia, el efecto de menoscabo del patrimonio y de la suficiencia patrimonial, 


también se debe a que el estado real de esa cartera crediticia daba cuenta de que iba a continuar 


con un progresivo deterioro, el cual se ha venido concretando. En ese sentido, en el transcurso 


del 2024, con corte a mayo de 2024, la Entidad ha tenido que incrementar sus estimaciones 


crediticias por el orden de ₡31.372 millones, debido al estado de dicha cartera crediticia, lo que 


provocó pérdidas adicionales por un importe de ₡30.586 millones a mayo del 2024, las cuales, 


sumadas a las que registró la Cooperativa a diciembre del 2023 (₡26.975 millones), da como 


resultado la erosión fundamental que ha tenido el patrimonio desde el cierre a noviembre del 


2023 (₡57.561 millones); suma a la cual se le debe agregar una partida de devolución de capital 


a asociados que habían renunciado a la Cooperativa (₡160 millones), para completar la 


reducción total del patrimonio observado entre noviembre del 2023 a mayo del 2024 (₡57.721 


millones). 


 


Las pérdidas que la Cooperativa ha tenido que contabilizar en los últimos seis meses, con las 


consecuencias antes dichas, se han debido a un deterioro progresivo de su principal activo, la 


cartera crediticia. Por consiguiente, en el informe del Interventor consta un análisis detallado 


de ese activo, para determinar su situación real y su incidencia en la situación económica de la 


Entidad.  


 


En línea con lo expuesto, la razón por la cual la Cooperativa tuvo que reclasificar el 17% de su 


cartera crediticia a C1 en diciembre del 2023, la cual se encontraba en categorías de menor 
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riesgo (A1, A2, B1 y B2) en noviembre del 2023, conforme se mostró en el cuadro anterior, fue 


porque esa cartera crediticia se gestionó alejada de las mejores prácticas de la industria, dado 


que se le aplicó una masiva de moratorias de pago (prórrogas, readecuaciones y 


refinanciamientos), ocultando de esta forma los riesgos que se acumulaban en dicha cartera, 


para mantenerla artificialmente en las categorías de menor riesgo precitadas. Lo anterior, 


conforme al Acuerdo SUGEF 1-05 que rigió hasta diciembre del 2023. 


     


Ese tipo de gestión inadecuada, lo que propiciaba era mantener cartera crediticia al día o con 


poco atraso para que permaneciera en dichas categorías de menor riesgo.  


 


Conforme al Acuerdo CONASSIF 14-21, que entró en vigor en enero del 2024, sustituyendo el 


Acuerdo SUGEF 1-05, la cartera crediticia que había sido clasificada en C1 en diciembre del 


2023, quedó calificada en categoría de riesgo 5 en su gran mayoría, siendo que el resto fue 


clasificada en categorías de mayor riesgo (6, 7 y 8), tal y como se muestra a continuación:   


 


Cartera crediticia por categoría de riesgo 


Cifras en colones 


 


 
 


 


Cabe destacar que, de conformidad al Acuerdo CONASSIF 14-21, las categorías de riesgo 5, 


6, 7 y 8 corresponden a una tercera etapa de clasificación definida como Operaciones de dudosa 


recuperación, que contemplan créditos que presentan evidencia de deterioro, como operaciones 


morosas o para las que existe una alta probabilidad de incumplimiento de pago. Asimismo, a 


partir de la categoría de riesgo 5, se clasifica la cartera crediticia que tiene más de 90 días de 


atraso. 


 


Aunado a lo indicado, deben destacarse una serie de factores que se se conjugan en detrimento 


del principal activo que tiene la Entidad: 


 


a.- El perfil de riesgo crediticio del cliente -el cual a su vez es asociado - de la 


Cooperativa es alto, porque las mismas políticas de la Entidad permitían financiarlos 


aun teniendo muy altos niveles de endeudamiento.  


 


b.- Créditos de consumo, con un lugar preponderante en su cartera total, con muy pocos 


mitigadores exigidos a sus deudores (asociados) y en una gran cantidad de casos sin 


garantía (64% de cartera crediticia total a abril del 2024 equivalente a ₡366.114 


millones), dado que su producto estrella era crédito de consumo sin fiador. 
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c.- Un 17% (97.402 millones a mayo del 2024) del saldo de principal de la cartera 


crediticia a esa fecha recibió prórrogas automáticas efectuadas sin ninguna 


notificación al deudor, además de que no fue objeto de cobro, creando una cultura de no 


pago por parte del asociado. Dicha cartera de créditos se encuentra dentro de la 


clasificada en las categorías de riesgo 5, 6, 7 y 8. El 92% de esa cartera crediticia no 


tiene ninguna garantía (ni fianza alguna), la cual, a mayo del 2024, correspondía a la 


suma de ₡89.591 millones. 


 


d.- La anterior práctica tenía como consecuencia que se acumularan intereses y cuotas 


vencidas de varios meses en los créditos, lo que implica que las cuotas o pagos para 


poner al día la obligación se incrementaran de forma significativa para el deudor, una 


vez vencida la última prórroga otorgada, de tal modo que, para el deudor (asociado), 


con un perfil de capacidad de pago limitado, prácticamente se le hace imposible atender 


el crédito. 


 


e.- La cartera crediticia, principalmente de la actividad de consumo, tiene un horizonte 


de vencimiento de más de 10 años. El 51% del conjunto de créditos, vencen entre 10 y 


20 años, y el 12% a más de 20 años. El plazo tan extenso de esas operaciones crediticias 


se ofrece, fundamentalmente, para favorecer cuotas más bajas en beneficio de deudores 


que presumiblemente no tenían capacidad de pago 


 


El deterioro de esa cartera crediticia se hace evidente desde febrero del 2024, una vez que la 


Cooperativa, como respuesta al informe SGF-0159-2024 supracitado emitido por Sugef y 


comunicado en enero del 2024, suspendió la práctica de prórrogas automáticas, arreglos y 


refinanciamientos masivos.  


 


Conforme al informe del Interventor, se observa que, durante el período de enero del 2024 a 


mayo del 2024, a partir de la categoría de riesgo 5, que es donde se concentra la cartera crediticia 


que fue objeto de esas malas prácticas, los desplazamientos que se observan son hacia 


categorías de mayor riesgo, dado que las categorías de riesgo 6, 7 y 8 son las que tienen mayor 


crecimiento absoluto y relativo. Lo anterior se explica porque los deudores de esa cartera 


crediticia incumplen con los pagos de los créditos una vez vencidas las prórrogas, arreglos o 


refinanciamientos efectuados, por las razones dichas, por lo que las operaciones van 


presentando atrasos en aumento, con la consecuencia de que gradualmente se trasladan a 


categorías de mayor riesgo, lo que implica un requerimiento mayor de estimaciones. 


 


Adicionalmente, la cartera crediticia correspondiente a las categorías de riesgo 5, 6, 7 y 8, entre 


enero del 2024 y mayo del 2024, se ha incrementado en la suma de ₡30.333 millones, explicado 


por el deterioro de la cartera de créditos clasificada en las categorías de riesgo 1, 2, 3 y 4, la 


cual, una vez que alcanza las calificaciones de mayor riesgo, se desplaza hacia las peores 


categorías al igual que todo el conjunto de la cartera crediticia clasificada en las categorías de 


riesgo 5, 6 7 y 8, como se visualiza en el cuadro anterior titulado “Cartera crediticia por 


categoría de riesgo”. Lo anterior, por cuanto la cartera crediticia deteriorada proveniente de las 


menores categorías de riesgo tiene, en su mayoría, características que la hacen de alto riesgo 
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(asociados con altos endeudamientos, con poca capacidad de pago, con créditos concentrados 


en consumo, con pocas o sin garantías y con más de 90 días de atraso). 


 


Cartera crediticia en categorías de mayor riesgo 


Cifras en colones 


 


 
El deterioro progresivo de la cartera crediticia se reafirma con la evidencia de que, a partir de 


febrero del 2024, la morosidad mayor a 90 días de la cartera crediticia de la Cooperativa se 


incrementó de forma exponencial, pasando de un 1,94% en enero del 2024 a un 11,67% a mayo 


del 2024, como se muestra en el gráfico siguiente:  


 


Coopeservidores R.L. (cifras en porcentajes) 


 


 
 


Aunado a lo anterior, se tiene que los créditos vencidos se incrementaron en la suma de 


₡107.186 millones de diciembre del 2023 a mayo del 2024, alcanzando un monto de ₡149.722 


millones al corte de ese último mes,  como se observa en el gráfico Nº2 del Informe del 


Interventor, los cuales, un 48% (₡71.201 millones) se encuentran clasificados en las categorías 


de riesgo 5, 6, 7 y 8, monto que irá aumentando conforme la cartera crediticia modificada,  


concentrada en la categoría de riesgo 5, vaya presentando atrasos conforme venzan las 


prórrogas, arreglos o refinanciamientos efectuados a ese conjunto de operaciones, requiriendo 


de una gestión de cobro estratégica, o bien de estimaciones adicionales hasta que, 


probablemente, quede totalmente estimada.  


 


El comportamiento de la cartera crediticia, principalmente, la clasificada en las categorías de 


riesgo 5, 6, 7 y 8, la cual se desplaza hacia categorías de mayor riesgo y a su vez, aumenta por 


el deterioro de la calificada en menor riesgo, ha provocado que los requerimientos de 


estimaciones se hayan incrementado significativamente de noviembre 2023 a mayo del 2024 


(₡62.277 millones), como se observa en el siguiente gráfico:   


ENERO 2024 FEBRERO 2024 MARZO 2024 ABRIL 2024 MAYO 2024


CATEGORÍA 


RIESGO
SALDO PRINCIPAL SALDO PRINCIPAL SALDO PRINCIPAL SALDO PRINCIPAL SALDO PRINCIPAL


5 100 830 418 883 105 945 695 870 102 788 431 623 98 929 378 757 86 809 036 634


6 3 397 598 635 3 887 794 893 9 829 809 566 12 941 713 864 22 117 464 746


7 314 622 038 214 948 487 3 763 580 180 8 963 748 277 12 006 930 218


8 10 557 958 132 11 605 487 754 11 921 186 420 15 756 590 093 24 500 597 879


115 100 597 687 121 653 927 004 128 303 007 790 136 591 430 991 145 434 029 478


Aumento mensual 6 553 329 317 6 649 080 786 8 288 423 201 8 842 598 487


Aumento total 30 333 431 791
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Estimaciones por deterioro de la cartera 


Cifras en millones de colones 


 


 
Cabe destacar que las estimaciones asociadas a la cartera crediticia clasificada en las categorías 


de riesgo 5, 6, 7 y 8 representan el 87% (₡68.870 millones) de las estimaciones totales 


contabilizadas para el total de la cartera de créditos de la Entidad a mayo del 2024.   


 


El aumento de estimaciones antes dicho es el que ha incidido de forma fundamental para que 


la Cooperativa haya generado pérdidas que han consumido su patrimonio en la suma de 


₡57.567 millones de noviembre del 2023 a mayo del 2024 (55% del patrimonio a noviembre 


del 2023) y situando la suficiencia patrimonial de la Entidad en un nivel de irregularidad tres 


(7,04%), como se indicó supra.  Así las cosas, dadas las condiciones en que se encuentra la 


cartera crediticia de niveles de riesgo 5, 6, 7 y 8 y la evidencia de su menoscabo gradual, es 


ineludible que, muy posiblemente, seguirá incrementando su deterioro hasta que requiera ser 


totalmente estimada, lo que implica un ajuste de estimaciones por el orden ₡82.588 millones. 


 


Ese requerimiento de estimaciones produciría pérdidas por un orden similar y absorbería la 


totalidad del patrimonio de la Cooperativa, generando adicionalmente un déficit de ₡35.592 


millones de colones, tal y como se muestra a continuación:    
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El ajuste practicado a las estimaciones de la cartera crediticia de las categorías de riesgo 5, 6 7 


y 8 por su continuo deterioro, ocasiona que la cartera de crédito disminuya su valor neto por un 


monto ₡82.588 millones, lo que origina que los activos totales también se reduzcan por ese 


monto. Siendo que los pasivos no tienen ningún ajuste, ese menoscabo de los activos genera un 


faltante para cubrir los pasivos por un importe de ₡35.592 millones, que es el déficit que 


muestra el balance ajustado antes mostrado. Por tanto, solamente considerando el deterioro 


incesante de la cartera crediticia clasificada en las categorías de riesgo 5, 6, 7 y 8, el ajuste por 


la condición de la cartera crediticia clasificada como de dudosa recuperación llevaría a 


Coopeservidores R.L. a una situación de inviabilidad por sí misma.  


 


De acuerdo con el vencimiento de las prórrogas automáticas de que fue objeto la cartera 


crediticia de la Entidad (18% del total adeudado a mayo del 2024) y conforme al atraso posterior 


que ha ido acumulando, prácticamente el requerimiento total de esa cartera crediticia se 


concretaría en diciembre del 2024, aplicando la normativa prudencial vigente (Acuerdo 


CONASSIF 14-21) y según el detalle que se presenta en el siguiente cuadro:  


 


Cartera crediticia modificada 


Cifras en colones a mayo del 2024 


 


CUENTA  


TOTAL DE ACTIVOS 618 396


Disponibilidades 32 439


Inversiones en instrumentos financieros 120 389


Cartera de Crédito (neta) 428 218


Cuentas y comisiones por cobrar 2 511


Propiedad, Mobiliario y equipo (neto): 18 673


Bienes mantenidos para la venta 1 124


Participaciones en capital de otras empresas (neto) 947


Otros activos 14 095


TOTAL DEL PASIVO Y DÉFICIT 618 396


TOTAL PASIVO 653 988


Obligaciones con el público 497 327


Obligaciones con el Banco Central de CR 25 700


Obligaciones con entidades 111 034


Cuentas por pagar y provisiones 15 175


Otros pasivos 4 137


Aportaciones de capital por pagar 615


DÉFICIT -35 592


BALANCE AL CORTE DE MAYO 2024 AJUSTADO 


cifras en millones de colones


considerando únicamente  deterioro de la cartera crediticia 5, 6, 7 y 8
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En virtud de todo ello, el déficit mencionado se materializaría en diciembre del 2024, sin 


embargo, es claro que la Entidad actualmente tiene esa cartera crediticia totalmente deteriorada 


(la calificada las categorías de riesgo 5, 6, 7 y 8), por lo que esa condición en ese activo debe 


reconocerse de inmediato en sus estados financieros, así como su impacto, tal y como se ha 


indicado. En adición, se debe tomar en cuenta que la cartera crediticia clasificada en categorías 


de riesgo 1, 2, 3 y 4 también ha venido presentando un menoscabo, con el aumento del conjunto 


crediticio calificado en las categorías de mayor riesgo (5, 6, 7 y 8) entre enero y mayo del 2024 


(₡30.333 millones). El detalle de esa cartera crediticia, al 31 de mayo de 2024, era el siguiente: 


 


 


 
 


Para calcular el desplazamiento de esa cartera crediticia (1, 2, 3 y 4) hacia las categorías de 


mayor riesgo, se efectúa el siguiente análisis: la cartera de créditos 5, 6, 7 y 8 se incrementó en 


₡30.333 millones entre enero del 2024 y mayo del 2024, por el deterioro de la cartera crediticia 


1, 2, 3 y 4, lo que implica un promedio mensual de ₡7.583 millones de menoscabo de la 


precitada cartera crediticia hacia las categorías de mayor riesgo.  


 


Proyectando ese comportamiento a diciembre del 2024, la cartera crediticia con categorías de 


riesgo 5, 6, 7 y 8 se incrementaría adicionalmente por un monto de ₡53.083 millones, originado 


Vencimiento por 


mes *


Cant. 


Op.**
% Cant.


Saldo total adeudado 


**


% Saldo 


total


Estimación específica 


**


% cobertura de 


la estimación


Mes aprox. en el 


que se estimaría 


el 100%


jul-23 1              0,01% 1 554 311,45                 0,00% 1 554 311,45              100,00% ene-24


ago-23 61            0,60% 138 861 234,12            0,13% 138 861 234,12          100,00% feb-24


sep-23 5              0,05% 30 905 386,43              0,03% 30 905 386,43            100,00% mar-24


oct-23 27            0,27% 192 786 933,69            0,18% 192 786 933,69          100,00% abr-24


nov-23 449          4,44% 2 465 733 953,95         2,30% 2 462 076 862,80       99,85% may-24


dic-23 770          7,61% 4 375 251 033,10         4,08% 3 255 268 449,20       74,40% jun-24


ene-24 978          9,66% 9 730 802 263,93         9,07% 4 996 401 724,56       51,35% jul-24


feb-24 858          8,48% 5 725 673 653,12         5,34% 1 866 014 743,31       32,59% ago-24


mar-24 813          8,03% 9 506 313 044,02         8,86% 3 484 177 573,89       36,65% sep-24


abr-24 1 970       19,46% 28 523 604 641,37       26,60% 7 732 134 616,85       27,11% oct-24


may-24 1 967       19,43% 20 992 577 993,98       19,57% 5 403 408 898,91       25,74% nov-24


jun-24 783          7,73% 10 573 290 233,49       9,86% 3 187 061 973,77       30,14% dic-24


jul-24 1 440       14,23% 14 982 723 866,66       13,97% 4 616 239 157,93       30,81% ene-25


oct-26 1              0,01% 4 423 033,38                 0,00% 1 105 758,35              25,00% abr-27


Total May.24 10 123     100,00% 107 244 501 582,69₡  100,00% 37 367 997 625,26₡  34,84% -


Total Abr.24 10 131     100,00% 105 898 452 395,94₡  100,00% 31 560 069 739,72₡  29,80% -


Análisis de la cartera modificada a May.24


Saldo cartera crediticia 1,2.3 y 4 429 946 733 194


Menos saldo de estimación específica 6 817 228 865


Menos saldo de monto mitigador 152 899 117 575


Saldo al descubierto por estimar 270 230 386 754


Detalle
Monto 


(colones)
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por el deterioro que sufriría la cartera crediticia con categoría de riesgo 1, 2, 3 y 4, la cual, una 


vez calificada en las categorías de mayor riesgo, seguiría su menoscabo progresivo hasta ser 


estimada totalmente. Así las cosas, suponiendo que ese monto de cartera crediticia de niveles 


1, 2, 3 y 4 que se desplazaría hacia las de mayor riesgo, tenga la misma proporción del saldo al 


descubierto por estimar con respecto a total de dicha cartera crediticia (₡270.230 millones entre 


₡429.947 millones, según cuadro anterior, lo que equivale a un 63%), el saldo por estimar 


adicionalmente sería de ₡33.442 millones de colones hasta diciembre del 2024, lo cual, por el 


comportamiento evidenciado de esa cartera crediticia, es muy probable que se produzca porque, 


a pesar de que esa cartera crediticia sí ha tenido una gestión de cobro, sigue teniendo 


condiciones generales de alto riesgo (créditos de consumo, con muy pocos mitigadores y en 


una gran cantidad de casos, sin garantía, dado que su producto estrella era crédito de consumo 


sin fiador, como se evidencia con el saldo al descubierto, además, de que alguna de ella se 


encuentra a plazo superiores a 10 años). 


 


Dicho ajuste a la cartera crediticia clasificada en las categorías de riesgo 1, 2, 3 y 4, adicionado 


al de la cartera crediticia 5, 6, 7 y 8 aumenta el déficit a ₡69.034 millones, conforme se detalla 


en el balance ajustado con corte a mayo del 2024, considerando el deterioro de toda la cartera 


crediticia:  


 


 
 


Es claro que la cartera crediticia calificada en categorías de riesgo 5, 6, 7 y 8 tiene una altísima 


probabilidad de que tenga que ser estimada totalmente en el corto plazo, consumiendo todo su 


capital y generándole, adicionalmente, un faltante de activos para cubrir sus pasivos por el orden 


CUENTA  


TOTAL DE ACTIVOS 584 954


Disponibilidades 32 439


Inversiones en instrumentos financieros 120 389


Cartera de Crédito (neta) 394 776


Cuentas y comisiones por cobrar 2 511


Propiedad, Mobiliario y equipo (neto): 18 673


Bienes mantenidos para la venta 1 124


Participaciones en capital de otras empresas (neto) 947


Otros activos 14 095


TOTAL DEL PASIVO Y DÉFICIT 584 954


TOTAL PASIVO 653 988


Obligaciones con el público 497 327


Obligaciones con el Banco Central de CR 25 700


Obligaciones con entidades 111 034


Cuentas por pagar y provisiones 15 175


Otros pasivos 4 137


Aportaciones de capital por pagar 615


DÉFICIT -69 034


BALANCE AL CORTE DE MAYO 2024 AJUSTADO 


cifras en millones de colones


considerando deterioro toda la cartera crediticia 
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de ₡35.592 millones, lo que implica que la Entidad se ubique en un escenario de insolvencia. 


Pero también es muy probable que la cartera crediticia calificada en categorías de riesgo 1, 2, 3 


y 4 sufra también un menoscabo como el indicado, aumentando el requerimiento de 


estimaciones que haría que dicho déficit se incremente a la cifra de ₡69.034 millones, 


acentuando el estado de insolvencia de Coopeservidores R.L. y, por ende, su inviabilidad 


absoluta. 


 


ii.- Viabilidad o inviabilidad de una capitalización: 


De acuerdo con lo indicado en el apartado i) anterior, la Cooperativa registra un déficit del 


orden de ₡69.034 millones, por lo que, para continuar operando, no solo deberá recibir una 


inyección de capital por ese monto para igualar el importe de los activos con los pasivos 


(patrimonio en 0), sino que debe capitalizarse por un monto adicional para llevar su capital a 


un nivel en que su suficiencia patrimonial, por lo menos, se equipare al mínimo regulatorio 


(10%). Conforme a la sensibilización realizada, ese nivel de capital sería por la suma de 


₡57.316 millones, con las cifras a mayo del 2024 del balance ajustado que considera el 


deterioro del total de la cartera crediticia de la Entidad, por lo que la capitalización requerida 


sería por un monto de -al menos- ₡126.350 millones (₡69.034 millones para eliminar el déficit 


citado más ₡57.316 millones de capital requerido para que su suficiencia patrimonial sea del 


10%). 


 


De acuerdo con los registros de la Cooperativa, sus asociados activos son 131.311. Por 


consiguiente, al dividir la suma de capital requerida entre ese número de afiliados, cada uno 


debería efectuar una aportación inmediata de ₡963.000, lo cual se estima que no es viable por 


las siguientes razones: 


 


a.- La gran mayoría de la base asociativa de la Cooperativa se compone de personas 


físicas asalariadas en instituciones públicas y privadas (75%), las cuales, en promedio, 


devengan un salario bruto promedio de ₡700.000. Ello implica que, si tuvieran que 


realizar la aportación en la dimensión indicada, les representaría la totalidad o una 


porción muy importante de su salario bruto, en el mejor de los casos, y para otros, ni tan 


siquiera con su salario completo podría efectuar esa aportación. 


 


b.- 15.041 afiliados deben la cartera crediticia clasificada en las categorías de riesgo 5, 


6 7 y 8 (₡161.675 millones a mayo del 2024), los cuales tienen una alta probabilidad de 


incumplimiento total de pago. Esos asociados, si no tienen capacidad para pagar sus 


obligaciones, conforme se evidencia con la clasificación de alto riesgo que tienen, 


mucho menos tendrían la capacidad para realizar una aportación de capital por ese 


importe.  


 


c.- No hay forma de obligar a todos los asociados a efectuar un aporte de capital de esa 


magnitud. 


 


d.- De acuerdo con los reglamentos de la Cooperativa, existen varios esquemas de 


aportaciones de capital, entre ellos, el de aporte gradual, con el fin de no afectar de forma 


importante las finanzas de los asociados. Así las cosas, atendiendo a las reglas de 
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aportación de capital de la entidad, para llegar a la aportación de capital requerida, se 


duraría varios meses y hasta años para lograr que cada uno de los afiliados aporte el 


capital requerido; lo cual no es viable, dada la situación de la entidad. 


   


e.- Alternativamente, se podría considerar estructurar una capitalización interna con los 


depósitos de los asociados, siendo que, a pesar de ser un mecanismo de resolución de 


los contemplados en la Ley 9816, es el único que rehabilitaría a la Entidad de nuevo. 


Pero, de conformidad al Reglamento de Mecanismos de Resolución de Intermediarios 


Financieros Supervisados por la Superintendencia General de Entidades Financieras 


(Acuerdo SUGEF 40-21), la capitalización de acreencias sería voluntaria (inciso c) del 


artículo 6). Adicionalmente, debe considerarse que no todos los depositantes son 


asociados, porque muchos solamente accedían al producto de captación sin efectuar 


ninguna aportación de capital (de acuerdo con la información que se tiene de la Entidad, 


son 169.380 depositantes, mientras que los asociados son 131.311), y varios asociados 


no tienen depósitos, porque solamente consumían el producto de crédito, con el cual se 


les financiaba también los aportes de capital (de los 59.852 asociados deudores, 652 no 


poseen depósitos). Adicionalmente, los depositantes garantizados no podrían ser 


admisibles para esa estructuración. Todo lo anterior implica que no todos los asociados 


y los depositantes participarían de forma equitativa en una recapitalización. Por ello, ese 


mecanismo sería inviable para restablecer la normalidad de la Cooperativa. 


 


Por todas las razones expuestas, la capitalización de la Cooperativa por parte de los asociados, 


en el monto requerido, no es viable. Adicionalmente, debe señalarse que no consta en el informe 


del Interventor, referencia alguna de haber recibido una propuesta de capitalización. 


 


En este punto conviene señalar que en el acuerdo de intervención se contempló que la 


Interventoría convocara a una Asamblea tendiente a capitalizar a la entidad, no obstante, tal 


como se evaluó supra, la capitalización por parte de los asociados no se tiene como una 


posibilidad real, por lo que su realización no presentaría un resultado eficaz. Cabe señalar, 


además, que la convocatoria de una Asamblea de Delegados no es una obligación legal; en ese 


sentido, el artículo 139 bis de la LOBCCR establece que el Conassif podrá convocar “a 


asambleas de accionistas o asociados y proponer aumentos de capital en la entidad, para 


garantizar su recuperación financiera”, y el artículo 5 del Acuerdo SUGEF 40-21 señala que 


dicha convocatoria dependerá de la situación financiera, operativa y legal del intermediario 


financiero y de su naturaleza.  


 


iii.- Conclusión sobre la inviabilidad de la entidad intervenida: 


En virtud de todo lo expuesto en los puntos i) y ii) de este apartado, Coopeservidores R.L. es 


inviable. 


 


Se afirma lo anterior, dado que, en la actualidad, la entidad presenta una situación que la ubica 


en irregularidad de grado tres, sin que se identifique una posibilidad real de regularización. 


Adicionalmente, cualquier proceso de regularización se vería impactado por el desplazamiento 


de la cartera crediticia hacia condiciones de mayor deterioro, lo cual exige un mayor registro 


de estimaciones adicionales por su deterioro gradual e inevitable en el corto plazo (a diciembre 
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de 2024), las cuales consumirán todo su patrimonio y adicionalmente, generarán un déficit (más 


pasivos que activos), que ubicarían a la Cooperativa en un estado de profunda insolvencia, sin 


suficiencia patrimonial alguna.  


 


Asimismo, tal como se ha indicado, no se considera posible una capitalización de la entidad, 


por el monto requerido para su regularización. 


 


Lo expuesto permite concluir razonablemente que la entidad intervenida: i.- ni en la actualidad 


ni en un futuro próximo, tiene la capacidad de cumplir los requisitos de solvencia; ii.- los 


balances mostrados evidencian que los pasivos superan a los activos; iii.- su nivel de 


irregularidad de grado tres actual, muestra incumplimientos al marco jurídico aplicable que le 


impedirían realizar su actividad con normalidad; iv.- no existen medidas viables para evitar la 


quiebra o la liquidación de la entidad; v.- no es viable el aporte de capital necesario para que la 


entidad opere de manera regular. Estos elementos denotan las características de un 


intermediario financiero inviable, según lo dispuesto en los incisos a), b), d), f) y g) del artículo 


8 del Acuerdo SUGEF 40-21, el cual establece: 
 


Artículo 8. Características intermediario financiero supervisado inviable 


El interventor debe declarar un intermediario financiero inviable cuando se presenten, una o 


varias de las siguientes características: 


 


a. Se prevea razonablemente que el intermediario financiero en la actualidad o en un futuro 


próximo va a incumplir los requisitos de solvencia. 


 


b. Los pasivos del intermediario financiero superen a sus activos, o que no es capaz de cumplir 


con sus obligaciones exigibles en la actualidad, y que no muestre señales de mantenerse estable 


en el tiempo. 


 


(…) 


 


d. El intermediario financiero presente problemas operativos, normativos o legales que impiden 


realizar sus operaciones con normalidad. 


 


(…) 


 


f. No existen medidas alternativas que pudieran adoptarse para evitar la quiebra o la 


liquidación del intermediario financiero en un período razonable. 


 


g. La viabilidad del intermediario financiero dependa de los aportes de los socios o asociados 


y acreedores y que estos no tengan la voluntad ni la capacidad de aportar el capital social 


necesario para operar con normalidad, en la actualidad y a futuro. (…) 


 


III.- Constancia de planteamiento de un Mecanismo de resolución: 


 


En correspondencia con el artículo 23 del Acuerdo SUGEF-40-21, el Interventor en su informe, 


ante la inviabilidad de la entidad intervenida, presenta una estrategia de resolución, la cual 


combina varios de los mecanismos previstos en el artículo 37 de la Ley 9816. Asimismo, en 
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correspondencia con la naturaleza de lo recomendado, cumple con presentar lo dispuesto en el 


inciso f) y g) del mencionado artículo 23. 


 


El Fondo de Garantía de Depósitos, creado mediante la Ley 9816, permite que los depósitos de 


hasta seis millones de colones estén garantizados.  Esto constituye un gran avance y una 


novedad del sistema financiero costarricense para la protección de ahorrantes de montos 


relativamente bajos, pero de gran importancia para ese perfil de ahorrantes.  En este caso, esa 


garantía está disponible para ese perfil de ahorrantes. Esto significa que el 97% de los ahorrantes 


de esta entidad financiera tiene garantizado su pago.  


 


Debe tenerse en cuenta que el diseño propuesto, si bien garantiza que los depositantes obtendrán 


sus recursos hasta por el monto garantizado, no utiliza los recursos del Fondo de Garantía de 


Depósitos, sino que provienen del mecanismo de resolución planteado. Debe tenerse en cuenta 


que, conforme a lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 9816, el uso de los recursos del Fondo 


de Garantía de Depósitos está reservado para pagar de manera directa los depósitos hasta por el 


monto asegurado, o para -conforme al artículo 48 de esa misma Ley- aportar a un mecanismo 


de resolución con el fin de cubrir la diferencia entre el valor de los activos y los pasivos, y así 


pagar el monto de los depósitos asegurados, siempre aplicando la regla del menor costo. 


 


En adición de lo expuesto y de conformidad con el Informe del Interventor, se evidencia que el 


mecanismo de resolución planteado tiene mejores resultados para los ahorrantes, inversionistas 


y acreedores de la entidad, que el que se obtendría en un proceso concursal en sede judicial. 


Bajo este con texto, el mecanismo de resolución propuesto tiene los siguientes beneficios: 


 


a.- Se evitaría acudir a un proceso concursal para resolver totalmente a la entidad, el 


cual tendría un alto costo social, por cuanto muchos acreedores se verían seriamente 


afectados por el no acceso de sus depósitos ni de ninguna distribución por un tiempo 


prolongado. Dentro de esos pasivos no garantizados, se encuentran varias 


asociaciones solidaristas como depositantes. 


 


b.- Se evitaría que funciones críticas, como el cobro de una cartera crediticia 


compleja, se trasladen a un concurso, en el que muy probablemente el activo se va 


a deteriorar de una forma exponencial, porque dichos procesos no se especializan en 


el cobro y recuperación de ese tipo de activos, mucho menos cuando muchos 


créditos que componen esa cartera tienen un largo período de vencimiento, como se 


mostró supra (51% vencen entre 10 y 20 años, y el 12% a más de 20 años).  Además, 


en un proceso concursal, muchos deudores ni tan siquiera tendrían el incentivo de 


seguir pagando sus obligaciones, porque todos esos créditos no se seguirían 


reportando al Centro de Información Crediticia (CIC).  


 


c.- Por otra parte, se evitaría que los activos no deseados, problemáticos o con poco 


valor también se vayan al concurso, porque todos ellos se trasladarían a un 


fideicomiso que daría una mejor posibilidad de recuperación de esos activos en 


beneficio de los acreedores. 
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d.- Se garantiza que el 97% de los depositantes de la cooperativa reciban el 100% 


de sus recursos, sin recurrir al pago de la cobertura que brinda el Fondo de Garantía 


de Depósitos, lo cual, evita un costo muy oneroso para las cooperativas de ahorro y 


crédito supervisadas, debido al monto que solidariamente tendrían que aportar para 


que dicho Fondo pague la cobertura (₡43.985 millones a mayo del 2024), que 


implicaría una obligación económica significativa para todas esas entidades. 


 


Lo referente al proceso de resolución, se desarrollará en el acuerdo correspondiente. 


 


IV.- Actividades realizadas durante el proceso de intervención y costos 


 


En los apartados #1 y #3 del Anexo del Informe Final del Proceso de Intervención, se hacen 


constar las actividades realizadas durante el proceso de intervención y los costos derivados del 


mismo; esto, en correspondencia con lo requerido en el inciso h) del artículo 23 del Acuerdo 


SUGEF-40-21. 


 


En cuanto al costo del proceso de intervención, conforme a lo que se refleja en el apartado #3 


del Anexo, denominado “Costos de Intervención”, se evidencia que este asciende a la suma de 


₡58.236.627 millones, con corte al 16 de junio de 2024. 


 


Al detallarse los costos hasta el 16 de junio pasado, y siendo que al momento de este acuerdo 


han transcurrido varios días, deben estos ser calculados y remitidos a la instancia 


correspondiente en la Sugef, a efecto de que se apruebe lo correspondiente. 


 


En cuanto al pago de estos gastos derivados de la intervención, debe procederse conforme lo 


dispone el inciso e) del artículo 140 de la LOBCCR, el cual dispone que los gastos de la 


intervención serán cancelados mensualmente conforme lo permita el flujo de caja de la entidad. 
 


dispuso en firme: 
 


1.  Dar por conocido el informe del Interventor, presentado mediante el oficio INT-CS-789-


2024, del 19 de junio de 2024, el cual, fue requerido por el Consejo en el acuerdo adoptado 


en el inciso I, del artículo 6 del acta de la sesión 1860-2024, celebrada el 13 de mayo de 


2024. 


 


2.  Declarar la inviabilidad de COOPERATIVA DE AHORRO Y CRÉDITO DE LOS 


SERVIDORES PÚBLICOS RESPONSABILIDAD LIMITADA (CS AHORRO Y 


CRÉDITO), cédula jurídica 3-004-45111. 


 


3.  Dar por finalizado el proceso de intervención ordenado respecto de COOPERATIVA DE 


AHORRO Y CRÉDITO DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS RESPONSABILIDAD 


LIMITADA (“CS AHORRO Y CRÉDITO”).  


 


4.  En razón del fin del proceso de intervención, debe también darse por finalizada la capacidad 


de representación con facultades de apoderados generalísimos sin límite de suma, con las 
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mismas facultades que ostentaban los administradores y órganos directivos de la entidad 


antes del proceso de intervención, atribuida mediante el acuerdo de este Consejo que consta 


en el inciso I, del artículo 6 del acta de la sesión 1860-2024, celebrada el 13 de mayo de 


2024, al señor Marco Hernández Ávila, portador de la cédula de identidad uno – seiscientos 


sesenta y dos – cero sesenta y nueve, en su condición de Interventor Titular de la entidad y 


a la señora Lilieth Brenes Zúñiga, portadora de la cédula de identidad uno-setecientos 


treinta y seis- novecientos veintiuno, en su condición de Interventora Adjunta, respecto de 


COOPERATIVA DE AHORRO Y CRÉDITO DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS 


RESPONSABILIDAD LIMITADA (CS AHORRO Y CRÉDITO). Se ordena dar aviso de 


inmediato del presente acuerdo a la Sección Personas Jurídicas del Registro Nacional y al 


Departamento de Organizaciones Sociales del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 


para que éstos, de oficio, practiquen los asientos registrales que correspondan. 


 


5.  Los costos del proceso de intervención, son con cargo a la entidad intervenida. Estos 


deberán cancelarse una vez se realicen los procesos de aprobación previstos en el inciso e) 


del artículo 140 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica (Ley 7558). 


 


6.  El informe Final del proceso de intervención se establece de acceso público, excepto lo que 


consta en el apartado 2) del Anexo del Informe, por contener datos de orden privado de 


sujetos privados. 
 


B.  Referente al inicio del proceso de resolución de Cooperativa de Ahorro y Crédito de 


los Servidores Públicos Responsabilidad imitada (CS Ahorro y Crédito) 
 


Resultando: 
 


i.  El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), mediante acuerdo 


que consta en el inciso I, del artículo 6 del acta de la sesión 1860-2024, celebrada el 13 de 


mayo de 2024, dispuso ordenar la intervención de COOPERATIVA DE AHORRO Y 


CRÉDITO DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS RESPONSABILIDAD LIMITADA (CS 


AHORRO Y CRÉDITO, en adelante Coopeservidores R.L.), cédula jurídica 3-004-45111. 


 


ii.  Mediante carta INT-CS-789-2024, del 19 de junio de 2024, el Interventor Titular de 


Coopeservidores R.L., remite el Informe final del proceso de intervención, mediante el cual 


se recomienda declarar la inviabilidad de la cooperativa, así como iniciar un proceso de 


resolución, el cual se propone en dicho documento. De conformidad con la Ley y la 


reglamentación aplicable, el informe del Interventor no solamente resulta útil para decidir 


sobre un proceso de intervención, sino que también resulta relevante para emitir el acto 


administrativo relacionado con la forma de resolver una entidad financiera. 


 


iii.  El Conassif, mediante el inciso I, del artículo 4 del acta de la sesión 1871-2024, celebrada 


el 21 de junio de 2024, con fundamento en el Informe final del proceso de intervención, 


acordó, en lo que interesa, lo siguiente: 
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“(…) 2.- Declarar la inviabilidad de COOPERATIVA DE AHORRO Y CRÉDITO DE 


LOS SERVIDORES PÚBLICOS RESPONSABILIDAD LIMITADA (CS AHORRO Y 


CRÉDITO), cédula jurídica 3-004-45111. 


 


3.- Dar por finalizado el proceso de intervención ordenado respecto de COOPERATIVA 


DE AHORRO Y CRÉDITO DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS RESPONSABILIDAD 


LIMITADA (“CS AHORRO Y CRÉDITO”).” 
 


Consideraciones: 
 


Los siguientes elementos que sustentan la decisión de este Consejo, se extraen del informe 


remitido por el Interventor Titular, mediante la carta INT-CS-789-2024 del 19 de junio de 2024, 


el cual fue rendido conforme a lo requerido por este Consejo al ordenar la intervención de 


Coopeservidores R.L., así como en lo dispuesto en el artículo 139 bis de la Ley Orgánica del 


Banco Central de Costa Rica (Ley 7558 y en adelante denominada LOBCCR). 


 


I.- Sobre las condiciones para acordar el inicio de un proceso de resolución respecto de 


COOPERATIVA DE AHORRO Y CRÉDITO DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS 


RESPONSABILIDAD LIMITADA (CS AHORRO Y CRÉDITO) 


 


De conformidad con el artículo 32 de la Ley de Creación del Fondo de Garantía de Depósitos 


y de Mecanismos de Resolución de Intermediarios Financieros (Ley 9816), se tiene como 


causal para el inicio de un proceso de resolución, el que “la entidad financiera supervisada se 


encuentre en una situación de inestabilidad o irregularidad financiera de grado tres (…), 


previo informe del Interventor en que se recomiendan las medidas a aplicar dicte el acto de 


resolución”. 


 


Asimismo, en el artículo 33 de la Ley 9816, se dispone que la orden de inicio de un proceso de 


resolución debe ser antecedido de un informe razonado y una propuesta del Interventor de una 


entidad. 


 


En el presente caso, se tiene por acreditado que Coopeservidores R.L. fue intervenida por este 


órgano colegiado conforme a lo dispuesto en el inciso I, del artículo 6 del acta de la sesión 


1860-2024, celebrada el 13 de mayo de 2024, por constatarse la causal de intervención prevista 


en el numeral v) del inciso d) del artículo 136 de la LOBCCR. Posteriormente, mediante el 


inciso I, del artículo 4 del acta de la sesión 1871-2024, celebrada el 21 de junio de 2024, este 


Consejo declaró la inviabilidad de la entidad intervenida. 


 


Adicionalmente, se tiene por acreditado que en el presente caso se ha rendido un informe 


razonado sobre la entidad intervenida, el cual fue remitido a este órgano colegiado mediante la 


carta INT-CS-789-2024 del 19 de junio de 2024. Igualmente, se tiene por acreditado que en 


dicho informe se realiza una recomendación -que se detallará más adelante- para realizar un 


proceso de resolución. 
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Así las cosas, se tiene por acreditado el cumplimiento de las condiciones dispuestas en los 


artículos 32 y 33 de la Ley 9816, para ordenar el inicio de un proceso de resolución. 


 


II.- Sobre el Mecanismo de resolución 


 


El balance de la Entidad al corte de mayo del 2024, ajustado con el deterioro de toda su cartera 


crediticia, es el siguiente: 


 


 
 


El balance muestra que Coopeservidores R.L. tiene más pasivos que activos, a partir de lo cual 


se genera un déficit por el orden de ₡69.034 millones. 


 


Considerando la situación financiera de la entidad, así como lo recomendado por el Interventor, 


se establece, como mecanismo de resolución la aplicación combinada de los incisos b), c) y e) 


del artículo 37 de la Ley 9816. 


 


En este orden de ideas, se establece la división de los activos de la entidad en dos bloques. 


 


El primer bloque estaría constituido por un conjunto de activos valiosos y deseables que se 


excluirían hacia una entidad financiera solvente, para que éste asuma pasivos de 


Coopeservidores R.L., hasta por el valor total de los activos trasladados (lo que se conoce como 


CUENTA  


TOTAL DE ACTIVOS 584 954


Disponibilidades 32 439


Inversiones en instrumentos financieros 120 389


Cartera de Crédito (neta) 394 776


Cuentas y comisiones por cobrar 2 511


Propiedad, Mobiliario y equipo (neto): 18 673


Bienes mantenidos para la venta 1 124


Participaciones en capital de otras empresas (neto) 947


Otros activos 14 095


TOTAL DEL PASIVO Y DÉFICIT 584 954


TOTAL PASIVO 653 988


Obligaciones con el público 497 327


Obligaciones con el Banco Central de CR 25 700


Obligaciones con entidades 111 034


Cuentas por pagar y provisiones 15 175


Otros pasivos 4 137


Aportaciones de capital por pagar 615


DÉFICIT -69 034


BALANCE AL CORTE DE MAYO 2024 AJUSTADO 


cifras en millones de colones


considerando deterioro toda la cartera crediticia 
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banco bueno en materia de resolución). Los activos excluidos serían seleccionados y ajustados 


por la entidad financiera solvente que esté interesada en este proceso. A cambio de esa exclusión 


de activos, la entidad solvente debe asumir todos los depósitos y préstamos garantizados, y en 


cuanto a la parte no garantizada de los pasivos de la entidad y otras acreencias, habría que 


considerar un recorte. Este recorte es necesario, porque para que el banco bueno sea atractivo 


para una entidad financiera solvente, el importe de los activos al menos debe igualar al de los 


pasivos, porque de lo contrario, se produciría un déficit que habría que resolver cómo 


financiarlo, porque difícilmente lo haría cualquier entidad financiera a la cual se le ofrezca ese 


conjunto de activos y pasivos, dado que ello le implicaría, de entrada, asumir una pérdida. 


 


En principio, el conjunto de activos y pasivos que podría conformarse para el banco bueno sería 


el siguiente, el cual, se basa en el balance al corte del 31 de mayo de 2024 ajustado, 


considerando el deterioro de la totalidad de la cartera crediticia:  


 


“Banco Bueno” 


cifras en millones de colones 


 
 


Como se observa, el total de activos que podrían conformar el banco bueno suman ₡86.021 


millones menos que los pasivos, lo que implica que, para que la entidad solvente pueda asumir 


los pasivos de la Cooperativa, éstos deben reducirse en ese monto. Dicho recorte puede ser 


mayor, por cuanto a la entidad solvente podrían no interesarle o no resultar deseables varios de 


los activos que se incluyen en el paquete del banco bueno, y efectúe ajustes de valoración, para 


que toda la transacción del banco bueno que resulte finalmente sea concordante con su apetito 


de riesgo. 


 


CUENTA 05/2024


TOTAL DE ACTIVOS 560 663


Disponibilidades 32 439


Inversiones en instrumentos financieros 120 389


Cartera de créditos neta (1, 2, 3 y 4) 394 776


Terrenos 6 320


Edificios e instalaciones 5 615


Bienes mantenidos para la venta 1 124


  


  


  


TOTAL DEL PASIVO Y DEFICIT 560 663


TOTAL PASIVO 646 863


Depósitos garantizados 45 185


Obligaciones con entidades garantizadas 122 867


Depósitos no garantizados 452 142


Obligaciones con entidades no garantizadas 7 988


Provisiones por prestaciones legales 1 731


Cuentas por pagar y otras provisiones 13 444


Otros pasivos 3 506


  


DÉFICIT -86 201
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Este primer bloque de activos, serviría para hacer pagos a los acreedores mencionados, en un 


lapso de tiempo relativamente corto, que se estima no exceda los dos meses, conforme se 


ejecuten los procesos que legal y reglamentariamente corresponda adoptar. 


 


El segundo bloque de activos (banco malo, tal como se conoce en la jerga de resolución de 


entidades financieras) estaría constituido por los que, por su calidad, valor u otras 


consideraciones, no se seleccionen para conformar el primer bloque. Estos activos se 


trasladarían a un fideicomiso, el cual tendría como propósito principal vender la totalidad de 


los activos que se le transfieran, en línea con lo dispuesto en el artículo 43 de la Ley 9816, 


dentro del plazo de un año, el cual es el máximo plazo por el que puede estar activo un proceso 


de resolución, conforme a lo dispuesto en el artículo 139 bis de la LOBCCR. Durante ese año 


y mientras trata de cumplir con su fin fundamental, el fideicomiso gestionará todos los activos 


que se le traslade para recuperar lo máximo posible en beneficio de los fideicomisarios. 


 


El fideicomiso tendrá como fideicomisarios a los ahorrantes, inversionistas y demás acreedores 


de la entidad, y en ese contexto, debe tenerse una reserva para atender otras contingencias 


legales que puedan surgir. Asimismo, también se contemplaría la posibilidad de que cualquier 


monto resultante del fideicomiso, pueda servir para cubrir las aportaciones de capital realizadas 


por los asociados. Sobre esto se dispondrá, en detalle, cuando de conformidad con lo establecido 


en el artículo 46 del Reglamento de Mecanismos de Resolución de Intermediarios Financieros 


Supervisados por la Superintendencia General de Entidades Financieras (Acuerdo SUGEF 40-


21), se desarrollen los requisitos operativos y legales que sirven de base para constituir el 


fideicomiso. 


 


Por tanto, el banco malo se estaría conformando inicialmente de la siguiente manera: 


 


Banco malo 


cifras en millones de colones  
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Cabe indicar que los pasivos no garantizados y las aportaciones de capital de los asociados no 


se incluyen en ese balance porque figurarían como fideicomisarios del patrimonio del 


fideicomiso, el cual estaría constituido por los activos que se le transfieran y los pasivos que se 


muestran, por lo que los beneficiarios que se determinen participarían de las recuperaciones que 


logre efectuar dicho fideicomiso de los activos que se le trasladen. La cartera bruta 5, 6, 7 y 8 


que se le estaría traspasando sería por la suma de ₡161.675 millones. El pasivo que se muestra 


de las obligaciones por derecho de uso de los bienes en arrendamiento se compensaría con el 


activo de los derechos de uso de las instalaciones arrendadas, una vez que se finiquiten los 


contratos respectivos. Y las aportaciones de capital por pagar por la renuncia de asociados antes 


de que iniciara el proceso de intervención, serán tratadas como capital, con fundamento en el 


artículo 62 de la Ley de Asociaciones Cooperativa, Ley 4179, como se dirá infra, por lo que se 


incluirían como fideicomisarios de ese fideicomiso. 


 


Asimismo, para la operación de dicho fideicomiso, habrá que establecer un presupuesto inicial 


de recursos y, además, se tendrá que efectuar una reserva para cubrir contingencias legales, lo 


cual también incidirá en el porcentaje final del recorte que se le efectuará a los pasivos no 


garantizados. Finalmente, se debe considerar que los activos que se trasladen a ese fideicomiso 


podrán aumentar en la medida en que la entidad solvente no seleccione activos del banco bueno 


que finalmente se le transfiera. 


CUENTA 05/2024


TOTAL DE ACTIVOS 24 292


Cartera de Créditos 5, 6, 7 y 8 totalmente estimada 0


Cuentas y comisiones por cobrar 2 511


Mobiliario y Equipo 688


Equipo de Computación 803


Vehículos 394


Participaciones en capital de otras empresas (neto) 947


Derechos de uso-edificio e instalaciones 4 854


Otros activos 14 095


 TOTAL DEL PASIVO Y SUPERAVIT POR


AJUSTAR ACTIVOS NO VALORADOS


24 292


TOTAL PASIVO 7 125


Otros pasivos (obligaciones por derecho de uso bienes 


en arrendamiento)


6 510


Aportaciones de capital por pagar 615


SUPERAVIT POR AJUSTAR POR ACTIVOS NO 


VALORADOS


17 167
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La Entidad residual que quede, después de la exclusión del conjunto de activos y pasivos 


contemplados en los dos bloques identificados supra, quedaría durante el plazo máximo de un 


año, como una asociación sin actividad alguna, pero fungiendo como fideicomitente y 


representada por el Administrador de la Resolución, recibiendo informes periódicos sobre el 


desempeño del fideicomiso para que éste los analice y reporte lo pertinente al Conassif. Si el 


fideicomiso no cumpliera con su cometido principal (haber traspasado la totalidad del banco 


malo a una entidad en marcha en el Sistema Financiero Nacional), treinta días antes de vencer 


el plazo máximo para su resolución, el Administrador de la Resolución deberá informar de esa 


situación al Conassif, para así determinar el envío definitivo de la asociación cooperativa, con 


su participación en el fideicomiso y los pasivos y acreedores que tenga registrados, al proceso 


concursal correspondiente para su liquidación y disolución. 


 


Tal como se expuso supra, el mecanismo de resolución dispuesto supra, deviene de aplicar el 


inciso e) del artículo 37 de la Ley 9816, mediante el cual se habilita al Consejo a aprobar otros 


mecanismos de resolución siempre que sean congruentes con la materia concursal, y en esa 


línea, establecer un proceso que combine el mecanismo previsto en el inciso b) del artículo 37 


señalado, que es en este caso la exclusión parcial de activos y pasivos de la entidad sujeta al 


proceso de resolución (Primer Bloque de Activos – Banco Bueno), con el mecanismo previsto 


en el inciso c) de ese mismo artículo, que en este caso sería la exclusión de activos a un 


fideicomiso (Segundo Bloque de Activos – Banco Malo). 


 


En este punto, debe indicarse que el recorte que se establecería para los pasivos de la entidad, 


conforme al proceso atinente al Primer Bloque, es posible, considerando que en una resolución 


no solo se puede imputar pérdidas a accionistas o a los asociados, sino que también es dable 


aplicar pérdidas a los pasivos, considerando que todos los acreedores en una resolución no 


pueden quedar peor que en una liquidación y que los acreedores más susceptibles de absorber 


las pérdidas de una entidad que se encuentra en concurso son aquellos que están de últimos en 


la prelación de pagos (ver artículo 172 de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional, Ley 


1644). En el caso de Coopeservidores R.L., se tiene que no existen deudas subordinadas, las 


cuales, son los últimos acreedores en la prelación de pagos. Por tanto, los que siguen son otros 


pasivos (como préstamos sin garantía, facturas de proveedores no críticos y cuentas por pagar 


por conceptos de diversa índole) y los depósitos no garantizados. Esos pasivos serían los que al 


final asumirían la mayor parte de las pérdidas en un concurso, porque son los últimos en recibir 


las recuperaciones de los activos en un concurso.  


 


Así las cosas, aplicando principios concursales y siguiendo los “Principios generales de los 


mecanismos de resolución” que se establecen en el artículo 33 del Acuerdo SUGEF 40-21, 


dentro de los que está el que las pérdidas de la entidad objeto de resolución deben ser asumidas 


en primera instancia por sus socios o asociados, que los acreedores de la entidad objeto de 


resolución deben asumir las pérdidas después de los socios o asociados, de forma inversa al 


orden de prelación de pagos aplicable en la quiebra, de conformidad con la reforma del artículo 


172 de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional (Ley 1644), que los acreedores de una 


misma categoría deben ser tratados de forma equitativa y que estos no deben incurrir en más 


pérdidas que aquellas que habrían sufrido si la entidad objeto de resolución hubiera sido 
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liquidada aplicando los procedimientos de insolvencia ordinarios, es que a esos pasivos se les 


aplicaría el recorte de ₡86.021 millones. 


 


Con fundamento en datos a mayo del 2024 y de acuerdo con el tratamiento de los pasivos del 


Primer Bloque -según cuadro que se mostró anteriormente-, esos pasivos no garantizados 


suman en Coopeservidores R.L. ₡477.080 millones (importe de los depósitos no garantizados 


más las obligaciones con entidades financieras no garantizadas, más cuentas por pagar y otras 


provisiones, así como otros pasivos), por lo que esa reducción representaría un 18% de su 


importe exigible inicialmente. Como se indicó, ese porcentaje de rebaja es únicamente 


indicativo y puede incrementarse sustancialmente, sobre todo, porque para la entidad solvente 


a la que se llegue a transferir el banco bueno podría no ser deseable adquirir una porción 


importante de la cartera crediticia debido a su riesgo intrínseco, el cual, como se indicó líneas 


arriba, es alto, dadas las características de sus deudores y del tipo de créditos de que se trata (de 


consumo, a largo plazo y con muy pocas o nulas garantías), además, de que ciertos activos no 


sean de interés de la entidad solvente porque no se ajustan a su plan estratégico o porque no los 


requiere para su operación.   


 


Asimismo, aunque el mecanismo propuesto no implica una capitalización interna ni mucho 


menos, para sustentar el recorte indicado para los pasivos no garantizados, se utilizan sus 


principios, en cuanto lo que indica el artículo 45 de la Ley 9816. 


 


En caso de que no se lograra concretar la resolución propuesta, como plan de contingencia, el 


Administrador de la Resolución designado deberá de efectuar el reporte correspondiente al 


Conassif, a efecto de que se requiera el pago de la cobertura que da el Fondo de Garantía de 


Depósitos, y además, solicitar la liquidación de la entidad ante la instancia judicial 


correspondiente. 


 


Por último, debe señalarse que lo decidido en este acto se da en correspondencia con la 


aplicación del ordenamiento jurídico, así como en aplicación de criterios técnicos rigurosos 


cuyo objetivo es proteger -en la mejor medida- los intereses de los ahorrantes, inversionistas y 


acreedores. 


 


III.- Designación de los Administradores de la Resolución 


 


En el artículo 33 de la Ley 9816 se establece que el Conassif, al ordenar el inicio de un proceso 


de resolución, seleccionará a los administradores de la resolución. Asimismo, el artículo 29 del 


Acuerdo SUGEF 40-21, establece los requisitos deseables de quienes ocupen dicho cargo. 


 


Respecto de lo indicado en las normas señaladas, el Consejo considera que los funcionarios de 


la Sugef, Marco Hernández Ávila y Sirleny Chacón Vargas, cuentan con los requisitos, 


capacidad y experiencia necesaria para ejecutar el proceso de resolución que se inicia con este 


acto. 


 


En el caso específico del señor Hernández Ávila, resulta relevante que este tiene más de 35 años 


de experiencia en labores afines y ha participado de procesos de intervención y liquidación de 
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entidades financieras. Asimismo, desde hace alrededor de un año, se encuentra destacado en 


una dependencia de la Superintendencia, que se encuentra implementando los alcances de la 


Ley 9816, especialmente, en lo que a materia de resolución de entidades se refiere. 


Adicionalmente, debe considerarse que, al haber fungido como interventor de esta entidad, tiene 


una familiarización con el mecanismo de resolución aprobado con el que no cuenta ninguna 


otra persona. 
 


dispuso en firme: 
 


1.  Ordenar el inicio de un proceso de resolución sobre COOPERATIVA DE AHORRO Y 


CRÉDITO DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS RESPONSABILIDAD LIMITADA 


(“CS AHORRO Y CRÉDITO” y en adelante Coopeservidores R.L.), cédula jurídica 3-


004-45111. 


 


2.  Nombrar al señor Marco Hernández Ávila, portador de la cédula de identidad uno – 


seiscientos sesenta y dos – cero sesenta y nueve, como Administrador Titular de la 


Resolución de la entidad y a la señora Sirleny Chacón Vargas, portadora de la cédula de 


identidad uno- cero ochocientos once- cero ochocientos ochenta, como Administradora 


Adjunta de la Resolución de Coopeservidores R.L. 


 


3.  Debido a los nombramientos supracitados, la representación legal de Coopeservidores R.L. 


estará a cargo de los Administradores del proceso de resolución de esa Entidad, quienes 


ostentarán las facultades de apoderados generalísimos sin límite de suma de la Cooperativa, 


con las mismas facultades que ostentaban los anteriores administradores y órganos 


directivos antes del proceso de intervención de la Entidad. Con esta designación, cesan 


automáticamente en sus funciones los órganos sociales y directivos de la entidad. Además, 


se ordena dar aviso de inmediato del presente acuerdo a la Sección Personas Jurídicas del 


Registro Nacional para que cancele los poderes generalísimos y generales inscritos y al 


Departamento de Organizaciones Sociales del Ministerio de Trabajo para que de oficio 


practique los asientos registrales que correspondan, para acreditar la representación de los 


Administradores de la Resolución de Coopeservidores R.L. mientras el presente proceso 


esté vigente. Los apoderados generales judiciales se deberán mantener inscritos en el 


Registro Nacional, Sección Personas Jurídicas. 


 


4.  La representación judicial y extrajudicial de los Administradores designados de la 


Resolución de esa Cooperativa, rige a partir de la notificación del presente acuerdo y, será 


acreditada mediante la publicación de este acuerdo en el diario oficial La Gaceta. 


 


5.  El proceso de resolución de la Coopeservidores R.L. tendrá un plazo de un año. Este plazo 


podría acortarse, en caso de que se cumplan por anticipado los objetivos previstos, o sí, por 


el contrario, se identifica que aun cuando no se han cumplido dichos objetivos, la 


permanencia del proceso de resolución no sea un factor determinante en favor de los 


ahorrantes, inversionistas y acreedores de la entidad. Treinta días naturales con anterioridad 


de vencer ese término o antes si no se han cumplido con los objetivos de la resolución, los 


Administradores de la Resolución deben informar al Conassif lo correspondiente, para que 
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este Cuerpo Colegiado solicite al juez competente la apertura del proceso concursal 


correspondiente. 


 


6.  Mientras dure el estado de resolución, ningún bien de la Entidad en el proceso de resolución 


podrá ser embargado ni rematado por un tercero; tampoco podrá ser declarado ningún 


procedimiento concursal contra ella. 


 


7.  Todos los gastos que demande la resolución de Coopeservidores R.L., correrán con cargo 


a los activos de esa Cooperativa. Los Administradores designados para su resolución 


deberán presentar un informe mensual pormenorizado de todos los gastos en que se haya 


incurrido. En la medida que el flujo de dinero efectivo lo permita, se reembolsarán al Banco 


Central de Costa Rica y deberán ser aplicados íntegramente al presupuesto del Órgano al 


que se le hayan ejecutado.  


 


8.  En cuanto a la remuneración de los Administradores de la Resolución de Coopeservidores 


R.L., el Conassif acuerda que el Administrador Titular al señor Marco Hernández Ávila, 


portador de la cédula de identidad uno – seiscientos sesenta y dos – cero sesenta y nueve, 


y a la señora Sirleny Chacón Vargas, portadora de la cédula de identidad uno- cero 


ochocientos once- cero ochocientos ochenta, como Administradora Adjunta. El 


Administrador Titular devengará un salario correspondiente al puesto de un director de 


división más un diez por ciento y el Administrador Adjunto devengará el salario 


correspondiente al puesto de un director de departamento. Estas remuneraciones se 


establecen por el plazo de tres meses; siendo que previo al cumplimiento de ese plazo, se 


revisará la continuidad del mismo. 


 


9.  Los poderes judiciales otorgados para la representación de Coopeservidores R.L., en los 


procesos en que figure como actor o demandado, se mantendrán hasta tanto quien o quienes 


tengan a su cargo el proceso de resolución de dicha Entidad no decida revocarlos, para lo 


cual quedan plenamente facultados, así como para designar otros apoderados judiciales si 


ello fuese necesario. 


 


10. Se instruyen a los Administradores de la Resolución para que implementen el mecanismo 


de resolución dispuesto en este acto, el cual consiste en la aplicación combinada de los 


incisos b), c) y e) del artículo 37 de la Ley 9816. En ese sentido, se establece la división de 


los activos de la entidad en dos bloques: El primer bloque (banco bueno) estará constituido 


por un conjunto de activos que se excluirían hacia una entidad financiera solvente, para 


que éste asuma pasivos de Coopeservidores R.L., hasta por el valor total de los activos 


trasladados. A cambio de esa exclusión de activos, la entidad solvente debe asumir todos 


los depósitos garantizados y los préstamos garantizados, y en cuanto a la parte no 


garantizada de los pasivos de la entidad y otras acreencias, los absorbería considerando un 


recorte con respecto a su valor facial que se definiría en función del valor de los activos. 


El proceso que debe realizarse para este bloque, se espera no supere el plazo de cuatro 


meses. El segundo bloque (banco malo), se conformará por activos que, por su calidad, 


valor u otras consideraciones, no se seleccionen para conformar el primer bloque. Estos 


activos se trasladarán a un fideicomiso, el cual tendría como propósito principal vender la 
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totalidad de los activos que se le transfieran, en línea con lo dispuesto en el artículo 43 de 


la Ley 9816, dentro del plazo de un año, el cual es el máximo plazo por el que puede estar 


activo un proceso de resolución, conforme a lo dispuesto en el artículo 139 bis de la 


LOBCCR. Durante ese año y mientras trata de cumplir con su fin fundamental, el 


fideicomiso gestionará todos los activos que se le traslade para recuperar lo máximo posible 


en beneficio de los fideicomisarios. El fideicomiso tendrá como fideicomisarios a los 


ahorrantes, inversionistas y demás acreedores de la entidad, y en ese contexto, debe tenerse 


una reserva para atender otras contingencias legales que puedan surgir. Asimismo, también 


se contemplaría la posibilidad de que cualquier monto resultante del fideicomiso, pueda 


servir para cubrir las aportaciones de capital realizadas por los asociados. 


 


11.  Al finalizar su función, los Administradores de la Resolución deberán presentar al Consejo 


un informe pormenorizado de su gestión, en el que se incluya un detalle de los gastos en 


que se haya incurrido. Mientras dure el proceso de resolución de Coopeservidores R.L., los 


Administradores de la Resolución deben presentar un informe mensual al Conassif sobre 


la evolución y avance del proceso de resolución, salvo que a criterio de estos deba 


comunicarse algo de manera extraordinaria. 


 


12.  El informe Final del proceso de intervención se establece de acceso público, excepto lo que 


consta en el apartado 2) del Anexo del Informe, por contener datos de orden privado de 


sujetos privados. 


 


13.  Este acto tiene recurso de reconsideración ante el Consejo Nacional de Supervisión del 


Sistema Financiero, dentro de los cinco días hábiles siguientes a su notificación, pero será 


eficaz a partir de que dicte, conforme al artículo 139 bis de la Ley Orgánica del Banco 


Central de Costa Rica. Contra el presente acto no procede la suspensión de los efectos en 


vía judicial. 


 


Atentamente, 


 


 


 


Celia Alpízar Paniagua 


Secretaria interina del Consejo 
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